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“No busquemos en las nubes las virtudes sublimes de la democracia, sino en la realidad: la esencia de la democracia 
es la aceptación de la competencia pacífica. No digo que la gente tenga razón al aceptarla. Digo que solo hay democracia 
cuando los individuos, grupos y clases sociales aceptan las reglas de la competición así como su desarrollo pacífico. 
Cuando un grupo quiere llegar al poder a través de la violencia para hacer cambios que no pueden ser aceptados 


pacíficamente por otros grupos, salimos de la democracia para entrar en la guerra civil o en la revolución”. (í)) 
RAYMOND ARON 


“No es casualidad que los que se indignan ante la injusticia del orden social estén a menudo dispuestos a 
arriesgar la estabilidad de la democracia, que para ellos tiene menos valor que el cambio social. Esta es la fuente de la 
ambivalencia de muchos socialistas, especialmente marxistas, frente a la democracia política. La política que resulta, 
ambivalente e indecisa, de sus líderes ha sido uno de los principales factores en la quiebra de la democracia en muchos 
países: Italia, Austria, España, Chile y, en menor medida, Alemania. El crítico radical del orden social existente o del 
orden cultural o religioso puede aducir que, si la democracia no puede servir a corto plazo como instrumento para 


producir un cambio social decisivo, no merece su lealtad”. (21) 
JUAN JOSÉ LINZ 


“Demócrata, en definitiva, es aquel que admite que el adversario puede tener razón, que le permite, por 
consiguiente, expresarse, y acepta reflexionar sobre sus argumentos. Cuando los partidos o los hombres están demasiado 
persuadidos de sus razones como para cerrar la boca de sus oponentes por la violencia, la democracia deja de existir”. 
(31) 

ALBERT CAMUS 
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El fuego 


“Ninguna cultura es en sí misma bárbara ningún pueblo es definitivamente civilizado. Todos pueden 
, 
convertirse tanto en una cosa como en la otra. Es lo propio de la especie humana”. (LA) 


TZVETAN TODOROV 


El 18 de septiembre de 2019 fue el primero de cinco días de celebración de las Fiestas 
Patrias en Chile. No faltaban las preocupaciones, sobre todo porque la economía no estaba 
creciendo al ritmo del año anterior, pero predominaba el buen ánimo en el país. Miles de 
santiaguinos viajaron a descansar a la costa y otros puntos del territorio, e incluso más allá de las 
fronteras; también lo hicieron las familias de otras regiones. La tradicional Parada Militar en el 
Parque O'Higgins fue, de nuevo, una ceremonia en la que las FF.AA. recibieron el aprecio de la 
comunidad. La visión predominante era que Chile solo podía avanzar, en ningún caso retroceder. 

El país no estaba en crisis en septiembre de 2019. Ni económica, ni social, ni 
institucionalmente. Desde hacía bastante tiempo, la inflación estaba controlada en torno al 3% 
anual y el desempleo era de 7%, aunque era visible el aumento del empleo informal y precario. 
Lo que generaba inquietud era el lento crecimiento económico, que se esperaba que rondaría solo 
el 2,5% en 2019, cifra que palidecía ante el 4% de 2018. El Congreso se encontraba discutiendo 
una reforma tributaria y otra previsional. 

Había sin duda problemas serios que atender, el más acuciante de los cuales era el de las 
bajas pensiones de muchos adultos mayores en un país en el que la expectativa de vida al nacer 
había subido a 80 años. Era justificado el temor de un amplio segmento de la población de 
carecer de ingresos suficientes al momento de pensionarse. La atención de salud estaba desde 
hacía muchos años entre las primeras preocupaciones de la población, en particular respecto de 
cómo enfrentar las enfermedades catastróficas y el elevado costo de los medicamentos. El 
mejoramiento de los sueldos era también parte de los requerimientos registrados en las encuestas, 
y ciertamente la seguridad ciudadana. Pero, hay que repetirlo, el país no estaba en crisis, y nada 
hacía pensar que pudiera estar a punto de experimentar convulsiones que pusieran todo en riesgo, 
incluso el régimen democrático. 

Pero las convulsiones llegaron, y aunque podía reconocerse allí un componente de reclamo 
social, hubo desde el principio algo más, mucho más, que fue haciéndose evidente con el paso de 
las semanas. La ofensiva de violencia y destrucción en gran escala que se puso en marcha el 18 
de octubre de 2019 no tiene precedentes en la historia de Chile, y no pudo producirse sin 
planificación ni coordinación. Desde el primer momento, fue evidente el objetivo de causar el 
mayor daño posible a los bienes públicos y privados, entrabar la actividad económica y crear un 
clima de caos y desestabilización. 

Desde una zona muy oscura de la sociedad, hubo quienes fijaron el momento y dieron la 
orden de llevarnos a la desesperación. Actuaron hábilmente, puesto que definieron un plan para 
golpear en muchos puntos simultáneamente, con lo que consiguieron dispersar a las fuerzas 
policiales. Fue un ataque que dejó perjuicios inimaginables un par de meses antes. Al caudal de 
la destrucción confluyeron las corrientes anarquistas y ultraizquierdistas, las bandas del 
narcotráfico, los delincuentes de ocasión y hasta las barras bravas del fútbol. 


Si fue inesperada la agresión, lo fue mucho más la falta de una respuesta contundente de 
parte de la sociedad. Esto no fue solo consecuencia del shock emocional provocado por la 
brutalidad del ataque, sino la evidencia de que los intereses particulares no dejaban ver la 
amenaza a la colectividad. Así, se extendió una corriente de indulgencia y hasta de justificación 
de los desmanes, que se interpretaban como una manifestación de la exasperación popular. A ello 
se sumó el interés de buena parte de las fuerzas opositoras por sacar partido del estado de 
confusión e inseguridad: lo primordial era establecer sintonía con los indignados y golpear al 
gobierno. La preocupación de los partidos opositores por la democracia apareció un mes después 
del estallido de la violencia, cuando sus dirigentes sintieron que las llamas podían alcanzarlos. 

Uno de los aspectos más inquietantes revelados por la crisis fue el profundo desapego de 
muchos jóvenes respecto de los fundamentos de la vida en libertad y las exigencias que ello 
impone. Hay allí un enorme déficit formativo y, por ende, un terreno propicio para cualquier 
extravío. A ello ha contribuido la mala política, en particular esa forma de demagogia que 
consiste en congraciarse con los jóvenes a cualquier precio, decirles lo que quieren escuchar, 
halagarlos como encarnación de un futuro radiante. Está a la vista que muchos jóvenes no han 
recibido buenos ejemplos en materia de articulación de los derechos y los deberes, lo que ha 
estimulado en ellos el voluntarismo y la intolerancia. Sin contención ni en la familia ni en la 
escuela, han seguido fácilmente las consignas destructivas. 

El país tuvo estabilidad y gobernabilidad a partir de 1990, gracias a lo cual fueron elegidos 
siete presidentes de la República, los que cumplieron estrictamente su período, y se renovó el 
Congreso ininterrumpidamente cada cuatro años. En tres décadas, se aprobaron numerosas 
reformas constitucionales, y ninguna de ellas buscó acomodar las normas en función de los 
intereses del mandatario de turno o de la coalición gobernante, como ha ocurrido en otras partes. 
La cultura de la libertad se revitalizó con fuerza. Junto a eso, el país avanzó a buen ritmo en el 
plano económico y pudo llevar adelante políticas públicas que representaron sustanciales 
avances sociales, en primer lugar la reducción de la pobreza. Constatar esto no significa negar las 
insuficiencias, sino observar con un mínimo de objetividad lo construido. Y no basta comparar a 
nuestro país con los otros países latinoamericanos, sino al Chile de hoy con el Chile de hace 30 o 
40 años, cuyas carencias los jóvenes ni se imaginan. 

¿Y la desigualdad? Es un problema real por supuesto, del cual tiene mayor conciencia la 
amplia clase media que dejó atrás la pobreza, pero que ahora ve que sus expectativas de avanzar 
en el terreno del consumo no se han materializado en los años recientes al ritmo de aquellos en 
los que la economía crecía al 5% o 6%. Se trata, por ejemplo, de personas que no tenían 
automóvil hace 5 años, y que ahora reclaman por el costo de pasar por los pórticos de las 
autopistas concesionadas. 

Muchas familias de esos grupos emergentes se endeudaron a cuenta de las expectativas que 
no se cumplieron, en lo cual influyó sin duda la contracción del crecimiento en el segundo 
mandato de Michelle Bachelet: 1,7% de promedio en cuatro años. En todo caso, era cierto, como 
afirmó el Presidente Sebastián Piñera y reconoció el ex Presidente Ricardo Lagos, que varios 
gobiernos no visualizaron a tiempo las nuevas necesidades ni las nuevas expresiones de la 
desigualdad, lo cual exigía una acción más resuelta del Estado para atenderlas. 

Parecía sólido el aprendizaje que habíamos hecho sobre la obligación de rechazar la 
violencia como método político. Parecía fuera de dudas la adhesión a la cultura de la libertad y 
los principios de la democracia representativa. Pues bien, no eran tan sólidos ni ese aprendizaje 
ni esa adhesión, y en poco tiempo se han incrementado las dudas acerca de cuán firme es el 
compromiso de algunas fuerzas políticas con los valores que nos permiten vivir juntos. También 


parecía claro que no es posible construir un orden más justo si la sociedad se convierte en selva. 
Pero no lo estaba para numerosos jóvenes. 

A partir de octubre de 2019, mucha gente sintió que una turbia corriente de locura se había 
apoderado del país. Nunca ha sido sencillo lidiar con la locura, pero en esta, además, había 
método. Lo más desconcertante fueron la condescendencia y las veleidades frente a ella de parte 
de líderes políticos, académicos, comentaristas de TV y figuras del espectáculo, que validaron la 
simpleza de que la explosión de irracionalidad tenía un sello de justicia social. En otras palabras, 
una nueva versión del antiguo extravío de que el fin justifica los medios. Los resultados están a 
la vista: el país retrocedió en muchos ámbitos, la economía sufrió un impacto durísimo, se frenó 
la inversión y aumentó el desempleo. Chile dejó de ser visto internacionalmente como un país 
seguro, lo que tiene múltiples consecuencias. 

Las garantías que ofrece la democracia fueron usadas para atacar a la democracia, lo que 
configuró una amenaza directa a nuestra convivencia. En ese contexto, se produjeron graves 
violaciones de los DD.HH. por parte de las fuerzas policiales, lo que se expresó en el empleo de 
fuerza excesiva contra los manifestantes y en los tratos crueles, inhumanos y degradantes a 
muchos detenidos. Tales actos no pueden quedar en la impunidad, como tampoco las agresiones 
sufridas por numerosos funcionarios de Carabineros y la PDI. 

Hemos comprobado que los avances conseguidos por nuestro país no estaban plenamente 
garantizados, y que la democracia nunca se encuentra completamente a salvo. Además, hemos 
constatado que lo inesperado, lo desconocido, lo insólito incluso, pueden aparecer 
sorpresivamente. No hay tampoco garantías suficientes contra la insensatez, el delirio o las 
aventuras catastróficas. Solo la adhesión sin flaquezas a los valores democráticos puede construir 
un dique de racionalidad, templanza y moderación que proteja las garantías individuales y la 
cultura de la libertad. Pero hay que revisar ese dique periódicamente. Después de todo lo vivido, 
se ha hecho evidente que la democracia no se defiende sola. 


SMR 
Santiago de Chile, enero de 2020. 


Premeditación y alevosía 


“En un país en el que no se justifican ni una revolución ni una guerra, considerar la violencia como fuente de 
cambio es una perversión. Entre la ingenuidad y la perversión podemos deslizarnos por el tobogán de la anarquía y los 


extremismos, antesalas de la autodestrucción. Y ahí no habrá espacio para la justicia, la paz o para un Chile mejor”. (BI) 
RICARDO CAPPONI 


Ningún episodio de la historia reciente de Chile se puede comparar con la experiencia de 
violencia y destrucción que se desató en octubre de 2019 en Santiago, y luego se extendió a 
varias regiones. En los 30 años anteriores, hubo paros nacionales, largas huelgas de profesores y 
empleados públicos, paralizaciones mineras, marchas estudiantiles y tomas de escuelas, protestas 
de todo tipo, algunas de las cuales incluyeron algún grado de violencia, pero esto fue otra cosa, 
inconcebible respecto de las formas de expresión a las que estábamos acostumbrados. No había 
precedentes. Precisamente por eso, la ola de atentados incendiarios al Metro -cuyas instalaciones 
nunca fueron atacadas en los años de Pinochet- y los primeros asaltos a supermercados, 
provocaron desconcierto en el gobierno del Presidente Piñera. Quedó además en evidencia hasta 
qué grado eran débiles nuestras defensas institucionales. En las primeras horas, fueron muy 
serios los problemas del gobierno para reaccionar ante un ataque de características tan violentas. 
Sin un apoyo eficiente de los órganos de seguridad, indispensables en una emergencia, el 
Presidente tuvo enormes dificultades para precisar el rumbo. 


A mansalva 

La Moneda no recibió ninguna alerta temprana, como en el caso de los fenómenos 
meteorológicos, que le hubieran permitido adoptar ciertos resguardos ante una agresión que llegó 
como un huracán, con fuerza suficiente para desarticular la vida cotidiana de la capital y luego de 
otras ciudades, y dejó al descubierto las debilidades del Estado en el ámbito crucial del orden 
público. 

La chispa fue el alza del pasaje del Metro de Santiago en las horas peak, resuelta por un 
comité técnico autónomo, ajeno al gobierno, y que afectaba a mucha gente con sueldos bajos. 
Aunque la tarifa especial de los estudiantes se mantuvo inalterada, algunos alumnos del Instituto 
Nacional y de otros colegios iniciaron las acciones de evasión del pago, a lo que se fueron 
sumando otras personas. Luego de eso, vino la destrucción de torniquetes en determinadas 
estaciones y los primeros cierres de los accesos a ellas. Parecía un problema focalizado, pero no 
lo era. Al anochecer del día 18, varios grupos coordinados incendiaron simultáneamente siete 
estaciones del Metro, demostrando tener entrenamiento y recursos. No era asunto sencillo 
asegurar un fuego poderoso: se necesitaban elementos químicos para ello. De 136 estaciones, 80 
sufrieron daños diversos. En las mismas horas, empezaron a ser atacados y saqueados numerosos 
supermercados. Nada de eso fue espontáneo. Todo indica que el ataque al Metro fue la señal 
convenida para los grupos del lumpen y los delincuentes avezados: había que aprovechar el 
momento para saquear porque Carabineros tendría que dispersar sus fuerzas para tratar de 
atender al mismo tiempo múltiples ataques a la propiedad pública y privada. Los protagonistas 
de la ofensiva de destrucción revelaron que obedecían a alguna forma de coordinación central y 
que estaban preparados para hacer lo que hicieron. 

Se había configurado, pues, una amenaza real a la seguridad interior del Estado. Si los 


incendiarios habían sido capaces de dañar a tal punto la red del Metro, quería decir que poseían 
recursos para atacar otros objetivos igualmente neurálgicos. Había un enorme reto para los 
organismos de inteligencia y el conjunto de las instituciones que tienen la misión de proteger al 
país. Con el paso de las horas, crecieron las dudas sobre su capacidad real para cumplir dicha 
misión. 

¿De dónde podían venir nuevos ataques? De cualquier lado. ¿Había alguna seguridad de que 
ciertos lugares no serían tocados? Ninguna. ¿Estaban actuando bandas de delincuentes en los 
saqueos? Pronto se hizo evidente. Había entrado a operar una asociación político-delictiva, con 
intereses convergentes: robo y caos. Cada sector hacía su propio negocio. 

Guillermo Piedrabuena, exfiscal nacional, no dudó en afirmar el 7 de noviembre: “Me he 
formado la convicción de que los actos de violencia ocurridos en el país en estos últimos quince 
días están precedidos por una planificación bastante estudiada y que no son espontáneos, aun 
cuando la motivación es el descontento social de vastos sectores (...) Existe una planificación de 
los pasos que se siguen en forma diaria, es decir, las protestas no son espontáneas y tampoco los 
destrozos y los incendios provocados por algunos grupos ideologizados que tienen directivas y 
van ordenando los pasos a seguir en las distintas ciudades”. (EN 


La ley de la calle 

¿Quiénes estaban detrás? En los meses anteriores, múltiples rayados anarquistas, sobre todo 
en los barrios universitarios, habían dejado una huella que después se volvió significativa: “lucha 
de clases”, “guerra social”, “democracia es igual a dictadura capitalista”, “fin al Estado”, 
“policías, cafiches del Estado”, etc. De algunos de esos grupos había antecedentes policiales por 
un atentado al Metro varios años antes, otro en un basurero público y hasta uno que afectó en 
enero de 2017 a Óscar Landerretche, entonces presidente del directorio de Codelco. Pero, al 
parecer, las policías no consideraban que constituyeran una amenaza mayor. 

En julio de 2019, un grupo anarquista denominado Cómplices sediciosos / Fracción por la 
venganza, se había adjudicado el envío de dos paquetes con artefactos explosivos. Uno fue 
entregado por Correos de Chile en la 54 Comisaría de Carabineros, en la comuna de Huechuraba 
de la capital, y, al ser manipulado por un funcionario, explotó y dejó a ocho policías heridos. El 
otro paquete fue entregado en la oficina del abogado Rodrigo Hinzpeter, que se desempeñó como 
ministro del Interior en el primer gobierno del Presidente Piñera (2010-2014), y alcanzó a ser 
desactivado por personal especializado de la policía. Ambos artefactos tenían potencia suficiente 
para causar víctimas mortales. El mensaje de reivindicación del envío reconoció que se trataba de 
paquetes-bomba compuestos de pólvora negra y dinamita, dirigidos contra el mayor de 
Carabineros Manuel Guzmán y el ministro Hinzpeter. 

¿Quiénes tuvieron la iniciativa de la violencia que partió en octubre? Los antecedentes 
apuntan principalmente hacia los grupos anarquistas partidarios de la “guerra social”. Al parecer, 
sus Células confluyeron en un mismo cauce con los elementos residuales de las organizaciones 
armadas que actuaron contra la dictadura, y con las bandas del narcotráfico. 

A comienzos de septiembre de 2019, aparecieron en las calles aledañas a la Universidad de 
Santiago (USACH), en la comuna de Estación Central, unos carteles de gran tamaño con la hoz y 
el martillo, y la consigna “La revolución comunista es imparable”. Firmaba la Organización 
Comunista Revolucionaria. No se trataba del viejo PC, sino de una nueva agrupación radical, 
formada recién en septiembre, y que se sumó a otros grupos que hacen intensa propaganda en los 
campus, como los Grupos de Acción Popular (GAP) y las Brigadas Territoriales. En sus carteles 
informativos y de agitación, que abundan en las cercanías de la USACH, reivindican una especie 


de anticapitalismo de choque y el rechazo a la democracia liberal, que para ellos no es más que la 
fachada de un sistema que oprime al pueblo y debe ser destruido. Un frente de lucha muy 
importante es el de las redes sociales, a través de las cuales pegan duro a los enemigos y entregan 
orientaciones sobre las acciones combativas. No hay duda de que han sabido aprovechar las 
libertades del sistema que desprecian. 

A fines de noviembre, cuando los estragos de la violencia eran visibles, un gran lienzo 
triunfante con la misma consigna (“La revolución es imparable”) quedó instalado a la entrada de 
la Casa Central de la USACH. Luego de todo lo visto, ya podíamos hacernos una idea acerca de 
las características que podría tener esa revolución. A esa perspectiva desquiciada le han aportado 
respaldo teórico ciertos académicos que parecen estar seguros de que, si llega esa revolución, no 
correrán peligro su puesto de trabajo, su casa, su automóvil, su cuenta en el banco, el colegio de 
los hijos, etc. Son doctrinarios aparentemente avanzados, pero que en realidad repiten la vieja 
falacia de que las injusticias pueden validar la lucha armada incluso en democracia, porque esa 
democracia -burguesa y formal- es un engaño de los poderosos. Ninguna forma de estolidez es 
enteramente nueva. 

Al parecer, las agrupaciones coaligadas se preparaban para efectuar una ofensiva de gran 
violencia en los días de la Cumbre de la APEC, que se iba a realizar en Santiago en noviembre 
de 2019, y en cuyos preparativos el gobierno chileno trabajaba intensamente. Un video 
disponible en YouTube del Movimiento Patriótico Manuel Rodríguez, heredero del grupo 
armado que actuó en los años de la dictadura, revela que el plan contra la reunión iba en serio. 
Imaginar lo que habría sido tal ofensiva con los gobernantes de EE.UU., China, Japón y otras 
naciones en nuestro territorio produce escalofríos. Los planes cambiaron y se adelantó la asonada 
con el fin de aprovechar el descontento creado por el alza del pasaje del Metro. 

En la tarea destructiva, actuó una alianza que Mario Waissbluth definió como “narco- 
anarquista”. “No hay nada mejor para el negocio narco que un estado fallido, como lo es en 
extensas partes de Colombia, Venezuela y México. Ellos quieren la destrucción definitiva del 
Estado, así lo dicen sus manuales (...) A los narco-anarquistas los pactos sociales o 
constitucionales no les interesan, todo lo contrario, les complican su negocio (...) Para 
anarquistas y narcos, así como barras bravas infiltradas por anarcos y narcos, mientras mayor 
sea el caos, mejor les va en su negocio ideológico o monetario. Hoy tiene una provechosa 
alianza coyuntural”. (121) 

Nuestra capital no estaba preparada -en realidad, era casi imposible que lo estuviera-, para 
recibir un ataque tan alevoso, y que rápidamente se extendió a otras ciudades. Era la irrupción de 
fuerzas que escapaban a la lógica tradicional de los movimientos sociales, y que en materia de 
métodos demostraban carecer de escrúpulos. 


Interacción 

Asustados ante la posibilidad de ser arrasados por el tsunami, numerosos parlamentarios 
opositores, pero también de la derecha, repetían en todos los micrófonos que estábamos 
asistiendo a un estallido de los malestares de una sociedad exasperada. Los malestares existían 
ciertamente, pero eran muy heterogéneos, y si las consignas en la calle eran expresión de ellos, 
se trataba propiamente de un maremágnum en el que confluía casi todo. Fue demostrándose, 
además, que los grupos violentos y los manifestantes que agitaban carteles y bailaban en Plaza 
Italia o Plaza Ñuñoa no eran mundos separados. Había, sin duda, vasos comunicantes. 

En el pasado, lo habitual era que luego de una marcha de la Central Unitaria de 
Trabajadores (CUT) o la Confederación de Estudiantes de Chile (Confech), o luego de los 


desfiles de conmemoración del 11 de septiembre, aparecieran los grupos de encapuchados 
dispuestos a destruir paraderos de buses, apedrear oficinas públicas y comercios, lo que a veces 
iba más allá, como lanzar una molotov a una sucursal bancaria o incendiar un bus del transporte 
público. Pero, hay que insistir, eso ocurría habitualmente después de que la marcha pacífica 
cumplía sus objetivos. Los violentos se escondían detrás de los manifestantes. Esta vez, 
cambiaron las cosas: primero fue el ataque terrorista al Metro, y una semana después, el 25 de 
octubre, vino la manifestación masiva en Plaza Italia, que probó la habilidad de los 
coordinadores de las redes sociales al convocar a protestar “contra todos los abusos”. Fue una 
especie de gran catarsis, con bailes incluidos, en la que se expresaron grupos identitarios muy 
diversos. Predominó sin duda el sentimiento de rechazo al gobierno, pero también al Congreso, a 
los partidos, a las elites, a la corrupción, al orden patriarcal denunciado por las agrupaciones 
feministas, a los abusos del mercado, al Tratado TransPacífico (TTP11), etc. Hubo allí un aire de 
ruptura, pero también de algarabía, que demostró el poder de las redes sociales para llamar a la 
Calle. 

Fue inmensa la variedad de consignas en esa manifestación sin lema central ni oradores 
(cualquiera que hubiera intentado hablar a los participantes corría el riesgo de ser abucheado). 
¿Fue la más grande concentración de nuestra historia? Decirlo fue parte del despliegue 
propagandístico, y el eco internacional fue instantáneo. Contra esa versión, mucha gente cree que 
la más grande manifestación habida en el Chile moderno fue la del cierre de la campaña del NO 
en la carretera Panamericana Norte, en 1988, en la que habló Patricio Aylwin, pero haberlo 
siquiera insinuado públicamente habría chocado con el fervor de esos días. 


El timón del barco 

A Piñera se le vino encima la prueba más dura enfrentada por el país desde la recuperación 
de las libertades en 1990. Cualquier gobierno se habría visto en dificultades frente a la dimensión 
y las características de un ataque literalmente salvaje en materia de métodos, que desorientó a las 
autoridades políticas y policiales, y causó inmenso temor en la población. Ilustra la envergadura 
del ataque el hecho de que el Cuerpo de Bomberos de Santiago no registraba una emergencia tan 
exigente desde la Guerra Civil de 1891, y que el centro de la capital experimentó la mayor 
vandalización de su historia. 

Con el paso de los días, se fue haciendo más evidente que el país sufría una agresión 
propiamente política, o político-delictiva, destinada a desestabilizarlo y empujarlo hacia el 
desgobierno, como primer paso para provocar un quiebre institucional. Era, con todas sus letras, 
un ataque contra la democracia. 

En tal contexto, surgió una enorme interrogante sobre el comportamiento de las fuerzas 
policiales. Se hizo evidente que Carabineros había perdido cohesión y que, al parecer, no estaba 
asegurada la verticalidad del mando. Todo ello dificultó enormemente la tarea del Ministerio del 
Interior, y limitó la capacidad de reacción del gobierno frente a un ataque en tantos frentes. 

En los días de octubre, mucha gente vio con angustia cómo, de un momento para otro, en 
Chile se volvieron difusos los límites entre la civilización y la barbarie. Fue entonces que Piñera 
resolvió decretar el estado de emergencia en la Región Metropolitana y otras regiones, lo que 
significó que las FF.AA. asumieron la responsabilidad directa por el orden público. Esto incluyó 
el toque de queda en la capital y otras ciudades durante varios días. Parecía increíble que Chile 
volviera a vivir una situación como esa, impensada unas semanas antes, lo que tuvo un profundo 
impacto emocional en la población. 

La presencia de los militares en las calles trajo malos recuerdos a muchas personas, y sirvió 


para que los grupos que propiciaban la acción directa agitaran el espectro de que había surgido 
una nueva dictadura en Chile, imagen que fue recogida rápidamente por la máquina 
reduccionista de la prensa internacional. La declaración del estado de excepción forma parte de 
los instrumentos constitucionales a los que el Presidente puede recurrir para asegurar el control 
del orden público y, probablemente, fue inevitable dada la envergadura de la amenaza. Pero los 
grupos ultras estaban interesados en crear la imagen de que había surgido una nueva dictadura en 
Chile, y que por lo tanto se justificaba usar cualquier forma de lucha en su contra. Las versiones 
de la prensa internacional insistían en que el país había prosperado a costa de postergar a los 
pobres, con lo cual se había creado una caldera que finalmente estalló. La violencia, se decía, no 
era sino un estallido contra la desigualdad. En rigor, la revuelta tenía poco de “social”, y era más 
bien antisocial, pero en el ámbito de las comunicaciones modernas es difícil contrarrestar las 
simplificaciones. 

El dato nuevo de todo lo ocurrido no fueron las marchas o manifestaciones masivas para 
expresar descontento o reclamar mejoras sociales. En ellas el país tenía una larga historia que, en 
su momento, emocionaron a sus participantes y fueron interpretadas como hitos históricos. El 
verdadero dato nuevo fue la irrupción de fuerzas político-delictivas que desataron una ofensiva 
de violencia y destrucción nunca antes vista en Chile. Nunca. Fue la concreción de la llamada 
guerra social que habían anunciado los grupos anarquistas. En rigor, barbarie metódica, 
promovida por quienes no buscan mejorar la sociedad, sino convertirla en selva. Y arrastraron a 
muchos jóvenes extraviados hacia el vandalismo más ciego en contra de la comunidad. 

En las semanas siguientes, los intentos de interpretación de lo que ocurría estuvieron 
dominados por los análisis sociológicos y económicos, que intentaban desentrañar los factores de 
insatisfacción en la vida de las personas, sobre todo respecto de sus condiciones materiales de 
existencia. Se trataba de la lectura de “los malestares”, que existían por supuesto y eran muy 
diversos, pero que algunos sugerían que se convirtieron en rabia incontrolable y explicaban la 
violencia. 

El académico y sociólogo José Joaquín Brunner apuntó en una columna de opinión a la 
justificación de la violencia que se expresó desde el comienzo: “En la sociedad contemporánea 
uno de los medios más eficaces para debilitar, trabar y eventualmente paralizar la acción 
preventiva y represiva de ‘los destacamentos “especiales” de hombres armados” es el despliegue 
de un dispositivo discursivo que equipara dicha acción del Estado con la violencia proveniente 
de la “organización armada espontánea de la población”. Dicha equiparación sugiere que la 
violencia dirigida contra el Estado y la que éste usa en su defensa serían igualmente ilegítimas, 
similarmente destructivas, parejamente condenables. Más aún, se argumenta que la violencia 
“espontánea” de los grupos antisistema sería una respuesta refleja frente a las condiciones 
“estructurales? de agresión que experimenta la población; esto es, la violencia física y simbólica 
ejercida por el “sistema”. Este argumento se refuerza luego con una segunda proposición que se 
halla respaldada por amplia evidencia: que en la represión por parte de Carabineros hay 
conductas reiteradas de violaciones a derechos básicos y abusos de todo orden, lo cual 
explicaría -parcialmente al menos- aquella otra violencia, poniéndolas a ambas en un plano 
común de irracionalidad. 

Esta pretendida equivalencia resta legitimidad a la acción del Estado realizada a través de 
Carabineros en defensa del orden y la seguridad, al mismo tiempo que sirve para justificar la 
acción violenta dirigida contra el Estado y la democracia. La perversa lógica de esta operación 
discursiva y sus implicancias comunicacionales, ideológicas, políticas y culturales no pueden 
pasarse por alto. Dicho en breve, su utilización explica y condona parcialmente la violencia 


lumpen -con su mezcla de elementos delictuales, narcos, de facciones anárquicas y pulsiones 
antisistema- presentándola como un producto de la sociedad que hemos construido (con sus 
desigualdades, abusos, agobios, injusticias, miserias, opresiones, etc.). En consecuencia, esa 
sociedad, con su “violencia estructural” inherente, sería responsable de que sus “hijos” (que son 
nuestros también) busquen prenderle fuego y corregir con violencia la violencia que ella les 
impone” .(1£l) 

El argumento especioso de las violencias equivalentes, antiguo desde luego, fue usado por 
quienes buscaban validar “todas las formas de lucha”, que fue la expresión usada en los tiempos 
de Pinochet, pero ahora contra un gobierno legítimo, que aún no cumplía dos años de mandato. 
Por cierto que ese argumento se vio favorecido por el impacto de la violencia desmedida de las 
fuerzas policiales y las violaciones de los DD.HH. 


Hubo un plan antidemocrático 

Nuestra convivencia fue atacada por grupos que no creen en la democracia. El objetivo de 
arrasar el Metro no se le ocurrió súbitamente a algunos manifestantes, sino que fue ejecutado por 
quienes sabían exactamente cómo hacerlo y contaban con los medios. ¿Qué podía esperar la 
población enseguida? ¿Que se atentara contra el sistema eléctrico, las empresas de gas o las 
empresas encargadas del suministro de agua potable? ¿Había que prepararse para el 
desabastecimiento de alimentos? Era demasiado evidente que el Estado había sido sorprendido 
en materia de seguridad interior, y que la Agencia Nacional de Inteligencia (ANI) era más bien 
una agencia de papel, sin capacidad operativa. 

Es absurdo el reduccionismo de la llamada teoría de la conspiración, pero es suicida no ver 
las confabulaciones reales. Y había que estar ciegos para no darse cuenta que la devastación 
producida requirió planificación, coordinación y recursos. Es cierto que mucha gente se 
manifestó pacíficamente, pero los grupos anarquistas aprendieron hace tiempo a “usar” las 
marchas y manifestaciones para luego golpear a la comunidad. 

Alejandro Salas Maturana, profesor e investigador de la Academia Nacional de Estudios 
Estratégicos (ANEPE), dependiente del Ministerio de Defensa, publicó el 27 de noviembre un 
estudio sobre lo vivido por nuestro país a partir del 18-O titulado “Terrorismo anarquista y 
guerra híbrida”. Se justifica citarlo in extenso: “Emitir opiniones precisas sobre los 
acontecimientos en desarrollo en los primeros días de la crisis era aventurado, no solo por la 
confusión reinante. También porque la información disponible era abundante, contradictoria e 
imprecisa. Sin embargo, se podían identificar señales que apuntaban a acciones de terrorismo 
anarquista en todo Chile. También, que en los ataques había una coordinación probablemente 
derivada de una planificación con características militares, porque las acciones además de 
aplicar el principio de la sorpresa, tuvieron como blanco allí donde el daño económico, los 
efectos en la percepción de inseguridad de la población y, en la productividad pública y privada 
eran más relevantes. En este contexto, un ataque así es muy difícil que sea espontáneo, por lo 
que incluso se ha especulado con una posible intervención de actores extranjeros en la 
planificación y ejecución de él. 

Con el regreso a una relativa calma, la reflexión sobre lo ocurrido nos conduce 
inevitablemente a dos factores intervinientes claves, que se vinculan con un ambiente de 
conflicto no convencional. Lo anterior, derivado de un contexto en que la ideología explota el 
descontento social que termina expresándose en altos grados de violencia, con el fin de lograr el 
colapso del Estado y el sistema político, económico y social que lo sustenta. Estos factores son el 
Terrorismo Anarquista y la Guerra Híbrida. 


La presencia del anarquismo insurreccional en los acontecimientos del 18 de octubre y 
posteriores, se hizo evidente desde el comienzo en los rayados y formas de acción callejera. Así 
entonces, el sitio de internet Contrainfo, sitio anarquista que se publica en trece idiomas, 
despeja las dudas cuando señala en el comunicado “Llamamiento internacional: Solidaridad 
anarquista con la revuelta en Chile”, que: “El viernes 18 de octubre del presente año, hemos 
presenciado y sido parte de cómo por medio de la acción directa y el sabotaje a los distintos 
estandartes del capitalismo moderno, los cánones de la normalidad fueron sobrepasados por el 
actuar insurrecto; una normalidad impuesta desde hace siglos en este territorio y consolidada 
por medio de una dictadura cívico y militar que implanta el brutal modelo neoliberal vigente. El 
estallido de la revuelta se desarrolló en toda la extensión de la capital exhibiendo acciones de 
sabotaje hacia las estaciones del metro de Santiago, el edificio de ENEL (empresa multinacional 
italiana “distribuidora” de luz), los buses de la línea red (Transantiago), cadenas de bancos, 
cafeterías y restaurantes de comida rápida, concesionarias de autos, supermercados y 
farmacias, cada símbolo del capital fue atacado”. 

El fundamento profundo de esta declaración se encuentra particularmente en las “Jornadas 
Informales Anarquistas’ realizadas en México el 27, 28 y 29 de diciembre de 2013, donde el 
núcleo de miembros presos de la Conspiración de Células de Fuego FAVERI contribuyó con la 
publicación del documento, “Seamos peligrosos... por la difusión de la internacional Negra”. Al 
inicio del escrito, se señala que los pensamientos allí vertidos no constituyen ninguna posición 
oficial y, lo que se busca es crear un punto de partida a través del llamado a la reflexión y a la 
experimentación, para dar un salto hacia la agudización de la insurrección anarquista. Sin 
embargo, el contenido subsiguiente apunta a instalar una serie de ideas que invitan a realizar 
acciones destinadas a dañar gravemente al Estado y a la Sociedad. 

De esta manera exponen que, hablar de reformas sociales es perder el tiempo, porque lo que 
realmente se desea son las ruinas de la civilización. Tampoco es de su interés responder 
preguntas predeterminadas en un diálogo social del cual no se sienten partícipes, pero sí es 
crear un proyecto de rebelión sin fin. A la vez, en lo relacionado con una crisis económica, la 
única propuesta de resolución posible es empujarla al precipicio. 


Como es posible apreciar, a través de un discurso de violencia se llama a la rebelión, 
impugnando “todo aquello que implique mediar, pacificar o transigir en el combate contra el 
orden político, económico y social vigente, el que se manifiesta en la ejecución de actos cuyos 
efectos construyan el camino hacia la sublevación”. La materialización de lo señalado se realiza 
en su actuar como saboteadores de la realidad, sacando provecho a la lucha social. Su actuar y 
funcionamiento es como virus del caos y del desorden, intentando contagiar a todos los que se 
sienten insatisfechos con las marchas de protesta. En este plano, los terroristas insurreccionales 
no tienen impedimentos éticos para usar a las masas de manifestantes para atacar a la policía, a 
los símbolos del poder económico, político, militar y religioso, provocando incluso la represión 
contra las manifestaciones pacíficas”. 


El 11 de diciembre, al referirse a los posibles responsables del ataque al Metro, el director 
de la Policía de Investigaciones (PDI), Héctor Espinosa, dijo que las pesquisas revelaban que 
hubo “varias organizaciones detrás de esto”. El 16 de diciembre informó de la identificación de 
14 personas comprometidas en el hecho, y señaló: “Hay mucha información que tenemos 
nosotros, estamos actualizando, cruzando, y no descartamos nada. Y obviamente que hay 
colaboraciones con gente de afuera”. 


Manos negras 

¿Hubo participación extranjera en el plan desestabilizador? Los servicios de inteligencia de 
las FF.AA. tienen que investigarlo a fondo. Al respecto, hay que reparar en que dos días antes 
del estallido de la violencia en Chile, el 16 de octubre, la Secretaría General de la OEA había 
advertido: “Las actuales corrientes de desestabilización de los sistemas políticos del continente 
tienen su origen en la estrategia de las dictaduras bolivariana y cubana, que buscan nuevamente 
reposicionarse, no a través de un proceso de reinstitucionalización y redemocratización, sino a 
través de su vieja metodología de exportar polarización y malas prácticas, pero esencialmente 
financiar, apoyar y promover conflicto político y social”. 

Quienes más se alegraron de nuestras desgracias fueron los representantes de la izquierda 
castro/chavista, y también aquellos para los cuales eran intragables los logros económicos, 
sociales e institucionales de Chile en las últimas décadas, conseguidos en un marco de libertad 
que contrasta con la realidad de Cuba y Venezuela. Como además el gobierno de Piñera fue muy 
activo en la condena regional al régimen de Maduro, se podía entender la inquina de ese régimen 
contra el gobierno chileno, y que Diosdado Cabello, el segundo cabecilla, dijera que “la brisa 
bolivariana” había llegado por estos lados. 

Tres meses antes, el 27 julio de 2019, había circulado a través de Twitter un video de 
Nicolás Maduro, compartido por el chileno Esteban Silva Cuadra, y que se puede ver en 
YouTube. Allí, el dictador venezolano aparece saludando a la delegación chilena al término del 
XXI encuentro del Foro de Sao Paulo, efectuado ese mes en Caracas. “Pienso en Chile, pienso 
en Allende, que creo que es la gran referencia y la gran bandera. El pueblo sufrido, el pueblo 
víctima del neoliberalismo, el pueblo que cree y que lucha para que Chile sea grande. Estoy 
seguro que de las cenizas, de las cenizas, saldrán otros fuegos de la historia, y estoy seguro que 
Chile, más temprano que tarde, recobrará su camino, el camino de Allende. Un saludo para 
todo el liderazgo de Chile”. 

El 20 de octubre, Maduro participó en la jornada final del Congreso Internacional de 
Comunas, en Caracas, y se encargó de presentar a la delegada chilena Doris González, del 
Partido Comunes (Frente Amplio), quien dijo que el objetivo de la lucha en Chile era “derrocar 
la democracia burguesa”. Maduro celebró los acontecimientos en nuestro país: “Los pueblos en 
Chile le están diciendo a Sebastián Piñera que ya no son los 30 pesos, son los 30 años. Es la 
educación, la salud, el gas, el salario, la discriminación”. 

Ese mismo día, Maduro escribió en Twitter: “Toda mi solidaridad con el noble pueblo 
chileno, quienes se encuentran en resistencia contra las criminales políticas neoliberales 
implementadas por el capitalismo. Abogo por el cese de la violencia y la brutal represión que 
vulnera los DD.HH. de la población. ¡Un Abrazo Chile!”. El 26 de octubre compartió un video 
con este mensaje: “Se cumplió la profecía de Salvador Allende y Víctor Jara, las anchas 
alamedas se han abierto, por ellas pasan los hombres y las mujeres libres que se rebelan contra 
el neoliberalismo que oprime y genera desigualdad. ¡Viva Chile! ¡Viva la Patria Grande!”. 

Ahora se entiende mejor por qué los amigos fieles y agradecidos que Maduro tiene en Chile 
actuaron del modo que lo hicieron en los días en que el “fuego revolucionario” atacaba a nuestra 
democracia. Ya no hay duda acerca de dónde están sus lealtades. 


Un país desfigurado 


“Todo el mundo ve en su cuerpo, la sociedad, su infancia o su inconsciente, las excusas que necesita para soportar sus 

propias bajezas. “Soy un cobarde, pero no es culpa mía: cuando pequeño. ..* Este narcisismo indulgente y miserable se alimenta 
de la demagogia ambiente (...). El canalla de derechas se considera un hombre de bien, o quiere aparentarlo; el de izquierdas se 
reconoce tal como es, pero se perdona fácilmente: “En esta sociedad. .., con la infancia que he tenido, mi complejo de Edipo, mi 


neurosis...” (UON) ANDRÉ COMTE-SPONVILLE 


Para identificar el período abierto en octubre, los medios de comunicación acuñaron la 
expresión “estallido social”, que han usado hasta hoy y que enfatiza el hecho de que en su 
génesis se concentraron los malestares en contra de una sociedad injusta. Ha sido la 
interpretación predominante, y el propio gobierno, probablemente para tratar de calmar la furia, 
dio a entender en los primeros días que comprendía y hasta valoraba la manifestación de los 
deseos de justicia que se expresaba en las calles. La vocería de La Moneda se esforzó por 
describir los actos violentos como completamente ajenos al sentir de los manifestantes de Plaza 
Italia. Pero era artificial sostener que se trataba de fenómenos desvinculados; de partida, los 
manifestantes alegres de esa y otras plazas nunca se mostraron preocupados de tomar distancia 
de los violentos. Entendían que todo era parte de un solo caudal. Las redes sociales hablaban, 
además, de que Chile había despertado, y ese despertar, podía deducirse, incluía diferentes 
“estilos”. Nunca hubo una frontera nítida entre manifestantes y violentistas. 


Mar de fondo 
Una de las voces que alertó sobre lo que realmente estaba ocurriendo fue la de Arturo 
Fontaine, quien publicó el 24 de octubre en la revista mexicana Letras Libres un artículo que 
tituló “Asonada en Chile”. Allí escribió: “Freud sostiene que la pulsión de muerte dirigida al 
exterior es una pulsión de destrucción. Hay placer en la aniquilación. El poder desatado de las 
llamas encarna ese goce prohibido. Este goce, en este caso, se legitima porque el objetivo es 
político. Los alumnos que se han consagrado al fuego han sido educados en el convencimiento 
de que lo que existe es malo desde su raíz y, por tanto, las llamas envuelven el mal. Su tarea 
política es de limpieza moral. Sodoma y Gomorra serán destruidas por el fuego y el azufre. Sus 
bombas molotov y acelerantes causan un fuego purificador. La vibración de esas grandes 
lenguas de fuego anuncia una nueva sociedad. ¿Cuál? Nadie sabe. Pero los anima una fe 
religiosa: sobre las cenizas surgirá una sociedad justa. Y aunque eso no ocurra, ellos hicieron lo 
suyo: aniquilar el mal. Este tipo de grupos de jóvenes violentos se sumaron con sus capuchas, 
barricadas y destrucciones a las marchas estudiantiles del 2011 y de las que surgieron los 
líderes del Frente Amplio (equivalente chileno de Podemos) y la nueva generación del PC. Se 
trata de estudiantes radicalizados pero individualistas, emocionales, rebeldes, puristas, 
melancólicos, relajados, soñadores, impulsivos, apocalípticos, antisistémicos y que apuestan a 
la violencia. No son vándalos ni delincuentes. Buscan un objetivo político por la vía violenta”. 
El 25 de octubre, Letras Libres publicó una odiosa carta de 12 escritores chilenos, entre ellos 
Jorge Baradit, Nora Fernández, Alejandro Zambra y Alejandra Costamagna, en la que 
descalificaron moral, intelectual y literariamente a Fontaine por no ver al pueblo en movimiento. 
Hasta le echaron en cara su árbol genealógico. O sea, funa clasista. Y cierta envidia. 


Confusión en las alturas 


Al gobierno le costó reaccionar coherentemente frente al enorme desafío surgido. Para su 
desgracia, la crisis encontró a Carabineros en el peor momento. Quedaron a la vista sus fallas 
estructurales, el incumplimiento de protocolos internos, el atraso de sus esquemas de control, la 
falta de preparación adecuada de las fuerzas antidisturbios, la ausencia de verdadera fiscalización 
gubernamental, etc. La institución había quedado maltrecha por efecto de los casos de corrupción 
revelados los años anteriores, los que obligaron al gobierno de Piñera a adoptar medidas de 
reestructuración en 2018 que implicaron remover a un número significativo de generales y altos 
oficiales. Era necesario hacerlo, pero el sismo interno desajustó la cadena de mando y debilitó la 
cohesión institucional. Al parecer, los desplazados pusieron trabas a los nuevos jefes, y ello 
complicó aún más las cosas para la acción eficiente en las calles. 

En posición defensiva, el gobierno articuló, no se sabe si por convencimiento o por razones 
tácticas, un discurso que daba por hecho que el país estaba ante una expresión de descontento 
social, la cual debía ser enfrentada con un mayor gasto público. En la práctica, se mostraron los 
actos de violencia como un dato lateral de lo que estaba ocurriendo. El 31 de octubre, el 
mandatario dio a conocer una agenda social en la que destacaron el alza del salario mínimo de 
301 mil a 350 mil pesos, con aporte estatal, y del pilar solidario de las pensiones bajas, también 
por transferencia de recursos públicos. Eran medidas positivas que en otras condiciones habrían 
sido reconocidas como avances, pero en ese momento parecían concesiones a los grupos 
violentos. En rigor, no era precisamente la obtención de mejoras sociales lo que movía a esos 
grupos. Estos percibieron que se había creado, gracias a su forma de actuar, un clima propicio 
para ir mucho más lejos. “Situación revolucionaria”, se habría dicho en otro tiempo desde la 
perspectiva de la lucha de clases según el canon marxista-leninista. Fue más o menos la narrativa 
de la izquierda, que empezó a considerar que maduraban las condiciones para una ruptura 
institucional. En las calles, la iniciativa estuvo a cargo de grupos muy audaces en materia de 
“acción directa”, seguramente recompensados para dedicarse full time a la revolución. Tiene que 
haber corrido mucho dinero en esos días y, como es sabido, quienes lo tienen de sobra son los 
que están en el negocio de las drogas. 

Al presentar la agenda social, el Presidente dijo que “había escuchado la voz del pueblo”, y 
hasta pidió perdón en nombre de los gobiernos que no habían visualizado las nuevas 
necesidades. El problema es que ello impidió que la población apreciara la dimensión 
crudamente política de lo que estaba sucediendo: un desafío frontal al régimen democrático. Las 
medidas anunciadas no detuvieron la violencia en la capital, Valparaíso, Concepción, Valdivia y 
otras ciudades. En los días que siguieron, ésta se incrementó. 


Agresores con escudo humano 

Lo más complejo de procesar por el gobierno fue que se enfrentó a una agresión muy 
virulenta, pero con un aire de cruzada justiciera. Por supuesto que la señora que golpeó la 
cacerola desde el balcón de su casa lo hizo con el mejor espíritu, como los jóvenes que se 
congregaron en Plaza Italia, bailaron en Plaza Ñuñoa o se manifestaron en Valparaíso o en 
Concepción sin cometer desmanes. Pero Chile no quedó en las condiciones que quedó por el 
golpeteo de las cacerolas o los desfiles más o menos masivos. Ni siquiera porque los empleados 
públicos no fueron a trabajar a los ministerios o los profesores no hicieron clases. No hay mayor 
novedad en todo eso. Chile quedó con inmensas llagas porque hubo un ataque despiadado del 
cual cuesta encontrar precedentes en el mundo. Sufrió un ataque que fue presentado, y aceptado 
por muchos, como lucha contra los abusos y la desigualdad. Como las injusticias tenían base 
real, facilitaron la acción de los que destruyeron, robaron y quemaron todo lo que vimos. 


A estas alturas, no debería estar en duda la secuencia de los acontecimientos. Primero fue la 
violencia, después el libreto de justificación. Primero fue el fuego, después la explicación de sus 
propiedades purificadoras. Los cabecillas demostraron tener cabeza. Todo era, finalmente, 
“social”. Todo respondía a una buena causa. El fin justificaba las bombas molotov. 

Tan eficaz fue ese relato, que se deslizó hacia los estudios de TV, el Congreso, los partidos, 
las universidades, la iglesia, etc. Así, quedó oculto el hecho de que estaba en desarrollo una 
ofensiva contra nuestra convivencia, y por lo tanto contra las bases del régimen democrático. 
Abundaron las explicaciones de que la sociedad exasperada se levantaba contra las injusticias, y 
volvió a circular un argumento muy usado en los años 60: el que “la violencia estructural” 
representada por las injusticias justificaba la respuesta violenta para producir el parto, 
necesariamente doloroso, de una sociedad igualitaria. 

En las primeras semanas, fueron pocas las voces dispuestas a explicar que, en condiciones 
democráticas, es legítimo reclamar solución a las necesidades sociales, o protestar contra los 
abusos, pero que ninguna causa puede validar la violencia, aunque algunos académicos sueltos 
de cuerpo les digan a sus alumnos otra cosa, para incitarlos a “correr el cerco”. Claudio 
Espinoza, antropólogo de la Universidad Academia de Humanismo Cristiano, dijo en los días de 
la violencia: “En el caso chileno, la violencia estructural corresponde a las consecuencias 
profundamente catastróficas del funcionamiento del modelo neoliberal. Sin considerar esta 
violencia estructural, la protesta violenta aparece tal cual ha querido ser mostrada por el 
gobierno, como una explosión irracional en manos de energúmenos, lo que claramente no es 
así”. Para enfatizar su punto de vista, sentenció: “En las revoluciones, la violencia aparece 
siempre como necesaria e inevitable”. (11) 

O sea, de revolución estábamos hablando, la que, de producirse, no afectaría ni el estatus ni 
el sueldo ni el pellejo de los académicos revolucionarios. 

La ofensiva de violencia y destrucción en nuestro país tuvo características que la convierten 
en una experiencia casi única en el mundo. En otros países en los que hubo protestas con 
distintos grados de violencia y choques con la policía, no se produjo el vandalismo que vimos 
acá, y entre cuyos efectos perturbadores estuvo el que mucha gente adoptó una actitud 
comprensiva hacia ella porque, como se repetía a través de Twitter y Facebook, “eran muchos los 
abusos”. Claro que eran muchos, y muchas las desigualdades inmerecidas, pero estábamos 
dentro de un orden legal que permitía, pese a todo, enfrentar los problemas. Mal que mal, 
teníamos un Estado que llevaba varios años impulsando políticas de inclusión social, aunque lo 
conseguido tienda a ser olvidado. En las barricadas estaba la generación más escolarizada de la 
historia, la que pudo acceder a beneficios educacionales que no tuvieron sus padres ni soñaron 
sus abuelos. Esa generación imaginó que con la pura voluntad se podía crear una sociedad 
superior. No era así. 

Con actos vandálicos por todos lados y una fuerte sensación de desprotección de la 
población, la crisis simplemente no podía ser explicada por la lectura socio-económica de la 
desigualdad. Lo determinante fue la dimensión política: hubo quienes se propusieron hundir a 
Chile en el caos para provocar un quiebre institucional. La devastación producida requirió 
planificación, coordinación y recursos. Decir que mucha gente se manifestó pacíficamente para 
reclamar mejoras sociales solo sirve para constatar que los grupos ultras se han entrenado en las 
técnicas dirigidas a crear “un escudo humano” entre ellos y las fuerzas policiales, como dijo 
certeramente Pablo Ortúzar. 


El delirio 


Los muros de Santiago, Valparaíso, Concepción, Antofagasta y otras ciudades registraron el 
magma de furias elementales desatadas a partir de octubre. Era un lenguaje que ya había 
asomado antes de la crisis en las cercanías de algunas universidades en los carteles y rayados de 
los grupos ácratas, feministas, ultraizquierdistas, indigenistas, ambientalistas, animalistas, etc. El 
estallido de la violencia multiplicó las posibilidades de que ese magma fuera dejando huella en 
todas partes. Aquí, algunas muestras: 

Paco bueno, paco muerto/Fuego al capital/Mata pacos, no animales/Incinera, destruye, 
luego construye/No a la paz burguesa/No tengas hijos/Carne es fascismo/No a los milicos/No a 
los empresarios/Constitución feminista/Evade tu facho interior/Muerte a Piñera/La Patria es un 
invento/Roba porfa/Que arda tu sistema inhumano/Bankeros a la horca/No a la Iglesia/Aborta el 
Estado patriarcal/Muerte al macho/Menos pacos y más lesbianas/Hay que matarlos a 
todos/Arriba el sakeo/Menos pacos y más travestis/Pacas inflamables. 

Los chilenos nos asomamos a la pesadilla del lugar sin límites, sin reglas, sin contrato 
social, sin Estado, donde todo es posible, incluida la eventualidad de una guerra de todos contra 
todos. A mediados de noviembre, el balance de daños indicaba que las regiones de Tarapacá, 
Antofagasta y Atacama registraban las mayores tasas de pillaje en relación al número de 
habitantes, aunque en números absolutos la Región Metropolitana, la Región de Valparaíso y la 
Región del Bío-Bío tenían las mayores cifras. La Serena era la ciudad con más daños en sus 
monumentos (la avenida Francisco de Aguirre fue arrasada) y Copiapó la ciudad con más 
saqueos. 

El Ministerio de Hacienda calculaba a fines de noviembre en 1.000 millones de dólares solo 
los daños de la infraestructura pública. En realidad, los daños profundos han ido quedando a la 
vista poco a poco, como en los terremotos. Miles de personas han perdido sus puestos de trabajo, 
la fuga de capitales es un hecho, se han derrumbado muchas pequeñas empresas, se frenaron las 
inversiones, etc. ¿Cómo seguir sosteniendo entonces las “virtudes sociales” de lo ocurrido a la 
luz de las calamidades que se nos vinieron encima? 

En definitiva, Chile fue empujado a la crisis. Al comenzar 2020, hay riesgo de recesión. Y 
todos vimos cómo ocurrieron las cosas para que el país llegara a este estado. Los gigantescos 
perjuicios que muestra hoy el aparato productivo no se debieron a la expresión de las demandas 
sociales, sino a la acción de quienes quisieron causar el mayor daño posible. “No seamos 
ingenuos -dijo el expresidente Ricardo Lagos en una entrevista radial-, lo que se hizo con el 
Metro ese día 18 de octubre, revela que había alguien que estaba preparado para eso” 121, 

Tan grave fue la destrucción que las únicas comparaciones posibles para describirla son los 
desastres naturales que ha sufrido Chile en muchas oportunidades. Una muestra reveladora de las 
consecuencias fue, a comienzos de diciembre, la fila de personas que cubría varias cuadras desde 
las oficinas de la Asociación de Fondos de Cesantía (AFC) en la calle Miraflores. Eran las 
personas que tenían empleo en septiembre, y lo habían perdido en octubre y noviembre. A esas 
alturas, más de 80 mil personas habían quedado cesantes, la mayoría de ellas por el descalabro de 
la pymes. A fin de año eran más de 100 mil personas las que habían perdido su empleo. 

En el balance de comienzos de diciembre, se anotaban 238 edificios públicos atacados, 12 
municipalidades, 5 intendencias y 4 gobernaciones. El ministro de Defensa Alberto Espina dio 
cuenta de los ataques a 60 unidades militares y 206 cuarteles policiales. Fue revelador que 
muchos ataques estas últimas se produjeran en zonas con fuerte presencia de bandas del 
narcotráfico (Padre Hurtado, Huechuraba, Puente Alto, Renca) 

El Ministerio de Salud (Minsal) registró también en esos días parte de los perjuicios 
experimentados por el sistema público de Salud: 53 mil consultas médicas y 12 mil cirugías 


fueron suspendidas desde el 18 de octubre; el Hospital San Pablo, de Coquimbo, saqueado e 
incendiado, requerirá $200 millones para su reparación; la Comisión de Medicina Preventiva e 
Invalidez (COMPIN) de Concepción, fue totalmente quemada y su reparación costará $363 mil 
millones; la Seremi de Salud de Santiago sufrió daños por $91 millones; el Servicio de Atención 
Primaria de Urgencia (SAPU) de Pozo Almonte fue incendiado, y su reparación costará $234 
millones; el Servicio de Salud de Valparaíso sufrió daños por $270 millones. Incluso a mediados 
de diciembre fue atacado el Hospital Regional de Antofagasta y quedó enteramente destruida la 
Unidad de Medicina Nuclear, que iba a atender a los enfermos de cáncer de la región. 

Mario Marcel, presidente del Banco Central (BC), describió crudamente la situación del 
país al entregar el 5 de diciembre el Informe de Política Monetaria (IPoM) ante la Comisión de 
Hacienda del Senado: “Si el desempleo -afirmó en nombre del consejo del BC-, se estacionara 
en cifras en torno al 10% y la inflación se empinara al 6% -el doble de la meta del Banco 
Central- el coeficiente Gini, que mide la desigualdad en la distribución del ingreso, retrocedería 
27 años, hasta los valores que exhibía a comienzos de los noventa”. Su intervención no ocultó el 
efecto de los daños sufridos por la economía, solo comparables, dijo, a los mayores shocks 
recibidos en el pasado, pero fue además una apelación a la responsabilidad política del Congreso, 
el gobierno y el país entero para impedir que el país siguiera cayendo y para evitar las respuestas 
populistas. Marcel precisó que el impacto negativo en la economía no era consecuencia de las 
manifestaciones y demandas expresadas por la ciudadanía, sino de acciones “fuertemente 
disruptivas”, como saqueos, incendios y paralizaciones de servicios claves. Señaló que el 60% de 
las empresas estaba considerando reducir personal en 2020. 

Además, de acuerdo al IPoM, en 2020 la economía podría crecer apenas en un rango entre 
0,5% y 1,5%. ¿Qué significa eso? Según la proyección hecha por la economista Bettina Horst, 
que “hacia fines de 2020, nuestra economía habrá producido US$13.600 millones menos que lo 
que era posible hasta el 17 de octubre de 2019, y significa que en promedio los hogares de Chile 
hacia fines de 2020 tendrán menores ingresos por US$2.795”. (1131) 


Mea culpa 

Fernando Chomalí, obispo de Concepción, publicó el 2 de noviembre una columna en El 
Mercurio con el título de “Nuestros saqueadores”. Allí afirmó: “Nuestros saqueadores sienten 
que no le deben nada a Chile, salvo penurias y humillaciones. Los dejamos solos por años. Eso 
nos debiese avergonzar”. Curioso razonamiento en medio del desastre. Respecto de los saqueos, 
solo cabía que nos sintiéramos culpables y avergonzados. Y luego de eso, ¿qué? Se supone que 
el obispo conoce los esfuerzos hechos por el Estado para compensar las carencias de muchos 
niños y adolescentes, aunque no siempre los resultados hayan sido los mejores. Los jóvenes que 
han crecido en condiciones desventajosas merecen ayuda de la sociedad, pero eso no significa 
que no haya que detenerlos si cometen delitos. Además, el obispo simplemente parecía no ver a 
las personas que habían sufrido los saqueos, a los que quedaron sin trabajo en los supermercados, 
a los pequeños comerciantes cuyos negocios fueron arrasados. 

Avergonzados estaremos, pero no queremos una sociedad que no tenga Dios ni ley. ¿Hacia 
dónde apuntaban las preocupaciones esenciales del obispo, entonces? Aquí lo dice: “En este 
escenario, es paradójico ver, por una parte, a los mismos que dijeron en el Parlamento que hay 
razones para terminar con una vida humana, -además inocente e indefensa-, y, por otra, 
escandalizarse por los saqueos. En estricto rigor, nuestros saqueadores pensarán, si se puede 
por ley terminar con una vida humana, ¿qué puede importar llevarse un escaparate para la 
casa?” Lo que dice en el fondo es que no sería tan grave robar en comparación con la ley de 


aborto que aprobó el Congreso. ¿Cualquier delito, entonces, cualquiera, sería menos grave que 
aquella ley? ¿Es que Chomalí ha proclamado una forma eclesiástica de relativismo moral? ¿Y, 
además, en los días en que la violencia, el fuego y la destrucción llevaban a Chile al borde del 
abismo? 

“No seamos hipócritas -dijo el obispo-, nosotros engendramos a los saqueadores, son de 
los nuestros, y tomará mucho tiempo revertir la situación. Asumir nuestra propia culpa en el 
ámbito que nos corresponda, pedir perdón y reparar el mal causado es lo primero, así como 
volver a hablar de virtud, de austeridad y de sencillez”. De nuevo, nos abruma con la culpa y 
nos dice que pidamos perdón. Pero mientras tanto, ¿cómo resolvemos los problemas de la 
comunidad agredida? Claro que hay que tratar de salvar a los jóvenes extraviados, pero tenemos 
que hacerlo sin faltar al conjunto de deberes que impone la vida en comunidad. “No nos 
engañemos -dijo Chomalí-, no será el Ministerio Público, las policías ni los militares los que 
van a terminar con los saqueos”. El obispo no se imagina, por supuesto, que el 8 de noviembre 
íbamos a ver las imágenes de los encapuchados que asaltaron y saquearon la parroquia de la 
Asunción, en avenida Vicuña Mackenna, ni que el 12 de noviembre íbamos a ver la iglesia de la 
Veracruz devorada por las llamas, en calle Lastarria. 

La exacerbación de la actitud culposa trasunta la creencia de que los chilenos hemos vivido 
en el engaño en las últimas décadas. O sea, no sería cierto que Chile progresó socialmente y, por 
lo tanto, el vandalismo no debería sorprendernos. Al fin y al cabo -se nos sermonea-, solo 
estaríamos recibiendo el castigo que corresponde por nuestros pecados. ¡Es una verdadera 
desgracia que la Iglesia Católica, abrumada de culpa por las vergüenzas que arrastra, no haya 
podido prestar una mejor ayuda a la sociedad en esta encrucijada! 


Daño humano 

Una de las consecuencias más deplorables de la crisis fueron las numerosas violaciones de 
los DD.HH. cometidas sobre todo por carabineros, lo que incluyó el uso excesivo de la fuerza al 
reprimir las manifestaciones, y los tratos crueles, inhumanos y degradantes en contra de muchos 
detenidos. Particularmente graves fueron las secuelas del uso de escopetas de perdigones, que 
dejaron lesiones corporales y sobre todo oculares, algunas irreversibles, a numerosos 
manifestantes. 

En esta materia, el gobierno optó por la transparencia y respaldó el trabajo del Instituto 
Nacional de Derechos Humanos (INDH), cuya dirección había asumido el abogado Sergio 
Micco recién en agosto de 2019. Los directivos del INDH desplegaron una intensa actividad para 
visitar los lugares de detención, documentar y denunciar legalmente las violaciones. El gobierno 
invitó además a una misión de observadores del Alto Comisionado de la ONU para los DD.HH. 
y dio amplias facilidades para que una delegación de Human Right Watch, encabezada por el 
abogado José Miguel Vivanco, director para las Américas de dicha institución, preparara un 
informe sobre la situación. 

Junto a Cuatro abogados, Vivanco dedicó dos semanas a visitar instituciones públicas y de la 
sociedad civil, y a entrevistar a víctimas civiles y uniformadas. Tras ello, la delegación emitió un 
informe el 26 de noviembre que constató graves violaciones a los DD.HH. “Los abusos durante 
el período de detención -señaló el informe-, y las graves lesiones sufridas por cientos de 
manifestantes ocurrieron en gran medida debido a falencias estructurales para asegurar una 
adecuada supervisión y rendición de cuentas por las actuaciones de carabineros, que ya existían 
antes de las manifestaciones del último mes”. 

Vivanco sostuvo que constituía una miopía inexcusable que el país no hubiera reflexionado 


a tiempo sobre la labor de la fuerza policial, de lo cual era una muestra la falta de criterios y 
métodos modernos de funcionamiento para asegurar el apego a la ley y el respeto a los DD.HH. 
Al respecto, HRW entregó un conjunto de recomendaciones para renovar Carabineros, entre 
ellas, las siguientes: 

-Asegurar que existan mecanismos internos de control para investigar y sancionar abusos y el 
uso indebido de armas menos letales por parte de Carabineros; 

- Reformar el sistema de disciplina de Carabineros para que las sanciones disciplinarias las 
adopte una autoridad que no esté en la cadena de mando de la persona implicada, y cerciorarse 
de que el personal que trabaja en asuntos internos no tenga que trabajar con aquellos que ha 
investigado o sancionado, ni quedar subordinado a ellos; 

- Adoptar un protocolo junto con las autoridades de salud para que los detenidos sean 
sometidos a revisiones forenses independientes, que no se realicen frente a carabineros y ocurran 
a una distancia en la que no puedan ser escuchados; 

- Reforzar el entrenamiento de todos los carabineros relacionado con armas menos letales 
para el control de manifestaciones, incluidas las Fuerzas Especiales entre otras. 

El 13 de diciembre de 2019, se conoció el informe del Alto Comisionado de las Naciones 
Unidas para los Derechos Humanos (ACNUDH), que envió a Chile una misión que observó la 
situación en terreno entre el 30 de octubre y el 22 de noviembre. El informe entregó los 
antecedentes y también los testimonios de las personas que sufrieron tratos crueles, inhumanos y 
degradantes, y dejó en evidencia el déficit que exhibía Carabineros en cuanto a la regulación de 
la fuerza que se emplea contra los manifestantes y el incumplimiento de las normas sobre el trato 
a los detenidos. El ACNUDH reconoció que el gobierno facilitó la labor de su misión e hizo una 
serie de recomendaciones para mejorar el respeto de los DD.HH. 

La crisis desajustó la vida cotidiana de la población de un modo inimaginable un par de 
meses antes. Introdujo inseguridad en los desplazamientos, modificó los hábitos de las familias, 
hizo temer por la interrupción de los servicios básicos y el abastecimiento de alimentos, etc. 
Nuestra convivencia, que parecía segura en septiembre, incorporó elementos de inestabilidad y 
riesgo que dañaron los factores de cohesión de la sociedad, la confianza entre las personas y 
también la salud mental de la población. No cuesta imaginar el efecto que tendrán en los niños 
los actos de violencia que presenciaron, las imágenes de fuego y destrucción repetidas mil veces 
en la TV y los innumerables trastornos de la vida familiar. 

Las huellas emocionales o espirituales marcarán probablemente la evolución de la sociedad 
durante un largo tiempo. Maritza Bocic, siquiatra de la Clínica Indisa, afirmó que los cuadros 
más observados en los días de la crisis fueron “síntomas intensos de ansiedad que se acompañan 
con síntomas físicos, como opresión en el pecho, sensación de ahogo, dolores estomacales, 
sudoración de manos, crisis de pánico y alteraciones del sueño”. (14) Según la aplicación 
Yapp, que permite comparar los precios de los medicamentos en las farmacias, en octubre la 
búsqueda de fármacos antidepresivos aumentó 43% sobre el promedio anual, y la búsqueda de 
ansiolíticos, como Alprazolam, aumentó más de 50%. 


Servidores 
Muchos hombres y mujeres trabajaron con enorme abnegación para mitigar los múltiples 
efectos de la violencia y los paros oportunistas. Pese a las dificultades de miles de personas para 
concurrir a los lugares de trabajo, el país no se paralizó. Solo hay que imaginar las calamidades 
que podría haber significado la eventual interrupción del flujo de alimentos en la capital y las 
otras ciudades convulsionadas, con el desabastecimiento y la especulación consiguientes. Miles 


de personas trabajaron duro para que eso no ocurriera. 

Fue conmovedor ver a muchas personas que colaboraron espontáneamente con los 
funcionarios del Metro en las tareas de limpieza de las estaciones incendiadas. Y fue admirable 
la labor de los trabajadores de esa empresa para tratar de restablecer el servicio en los lugares 
afectados, lo que a fines de noviembre habían conseguido en gran medida. Hay que reparar 
naturalmente en la sacrificada labor de miles de carabineros que cumplieron, en el límite de sus 
fuerzas, con las inéditas exigencias del momento. Las críticas a los abusos policiales no pueden 
llevar a desconocer que la inmensa mayoría del personal de Carabineros cumplió su deber 
rectamente, en condiciones muy difíciles. En el caso de la PDI, el reconocimiento ciudadano fue 
categórico: según una encuesta Cadem de diciembre, es la institución mejor evaluada. 

La emergencia probó que existen grandes reservas de generosidad y civismo entre los 
chilenos. Un ejemplo admirable fue el de los voluntarios de las compañías de bomberos que 
trabajaron infatigablemente en los días más negros. Solo entre el 18 de octubre y el 18 de 
noviembre, los 93 voluntarios de la Tercera Compañía de Bomberos, cuyo cuartel se encuentra 
en Vicuña Mackenna con Diagonal Paraguay, muy cerca de Plaza Italia, debieron atender 135 
emergencias. Estuvieron en el incendio de Enel, en la fábrica Kayser, en iglesias y locales 
comerciales saqueados. En ciertas emergencias, fueron amenazados por algunos encapuchados, 
pero ayudados por otros. En las peores condiciones, estos bomberos, como los de las otras 
compañías, no flaquearon en el cumplimiento de su deber de servir a la comunidad. 


Cuando la política se degrada 


“Esa idea de que, si la democracia fuese auténtica, y no un sucedáneo corrupto que hay que hacer saltar por los 
aires, todos estaríamos satisfechos de vivir en ella es de una ingenuidad pueril. Entrar en el terreno de la violencia es 
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destruir la política”. (1151) 
FERNANDO SAVATER 


La crisis desnudó lo que éramos realmente como sociedad. Dejó a la vista algunos de los 
graves males que nos aquejaban, que no eran solo las necesidades sociales sin satisfacer, sino 
también las carencias éticas y culturales que habíamos acumulado, la falta de cohesión como 
comunidad, el incivismo activo o pasivo, las simulaciones aquí y allá, etc. Ello fue muy evidente 
en el ámbito político, donde se necesitaba que la llamada clase política actuara con altura de 
miras o, por lo menos, con cierta conciencia de los enormes riesgos implicados. Eso no ocurrió. 

En los últimos años se produjo un proceso de aguda erosión de la política por efectos del 
partidismo ciego, la degradación del debate público, la priorización de los intereses de grupo, el 
cálculo electoral convertido en ideología, la frivolidad para legislar y, particularmente, la 
tentación populista. En los partidos, fueron escasos los dirigentes dispuestos a no dejarse 
arrastrar por la corriente de las fórmulas demagógicas que buscan popularidad rápida. Al 
desatarse la crisis, esas tendencias perniciosas se potenciaron en los partidos opositores a Piñera. 


Examen de lealtad 

Frente a la barbarie, no hubo una reacción colectiva como la que se requería. En parte, era 
consecuencia del temor que se extendió por todas partes, pero era también la creencia, 
estimulada por los medios, de que el país estaba asistiendo a una eclosión de las ansias de 
justicia. Muchos parlamentarios y alcaldes guardaron silencio para no arriesgarse, con lo cual 
renunciaron en la práctica a cumplir un papel de conductores. Hubo acomodos diversos, miedos 
cubiertos con poses de sensibilidad social, oportunismos de todo tipo. 

Se demostró que en los momentos de crisis emergen muchas miserias. Lo ilustra la 
condescendencia “progresista” hacia el vandalismo y también el descaro de los que trataron de 
aprovechar la violencia para ampliar el poder que no habían conseguido en las elecciones. Fue 
gravísimo que una parte de la izquierda parlamentaria se jugara por crear la máxima 
inestabilidad. Se necesitaba que el Congreso Nacional no vacilara en rechazar el vandalismo, 
junto al gobierno y el Poder Judicial, y en defender más allá de cualquier cálculo partidista la 
estabilidad institucional. No fue así. 

La actitud de los partidos de la antigua Concertación en las primeras semanas de la crisis 
reveló que, en horas muy difíciles para el país, solo parecían estar interesados en capitalizar el 
desorden. Incluso mantuvieron una actitud expectante frente a la eventualidad de que Piñera no 
fuera capaz de mantenerse en el cargo, lo cual podía abrir la posibilidad de volver a los puestos 
de gobierno que habían dejado en marzo de 2018. A la invitación a dialogar en La Moneda que 
hizo el ministro del Interior, Gonzalo Blumel, el 1 de noviembre, acudieron la Democracia 
Cristiana (DC), el Partido por la Democracia (PPD) y el Partido Radical (PR). Tironeada por los 
grupos internos más intransigentes, la directiva del Partido Socialista (PS) se marginó de esa cita. 

El 8 de noviembre quedaron más claras las prioridades políticas de la vieja centroizquierda: 
Álvaro Elizalde (PS), Heraldo Muñoz (PPD) y Carlos Maldonado (PR), ex ministros del segundo 
gobierno de Michelle Bachelet, firmaron una carta junto a los presidentes de tres partidos del 
Frente Amplio en la que declararon: “Ante la crisis social, económica y política que estamos 


viviendo, planteamos nuestra preocupación, desacuerdo y desilusión con la actitud 
irresponsable y beligerante de un gobierno que insiste en construir un estado de guerra por 
sobre la voluntad de diálogo. La criminalización de la sociedad civil movilizada ha llegado a 
niveles absurdos, lo que se ha concretado en los anuncios de una agenda de orden en medio de 
una crisis social. Optar por el camino de la represión y no de la democracia, considerando la 
historia de nuestro país, es algo que no podemos tolerar”. Decían también que “la única salida 
posible a este estado de ingobernabilidad es un plebiscito constituyente”. 

En los hechos, los presidentes del PS, el PPD y el PR daban a entender que todo o casi todo 
lo ocurrido cabía en el mismo saco de los reclamos de justicia social. Y no condenaban los actos 
de barbarie contra la comunidad, pensando quizás que así establecían una corriente de simpatía 
con quienes estaban en las calles. Lo sorprendente es que, al mismo tiempo que afirmaban que 
había un estado de ingobernabilidad, decían que no se requería una agenda de seguridad como la 
que proponía el gobierno. Era la bancarrota de aquella centroizquierda que había gobernado con 
sentido nacional y había defendido sin debilidades los valores democráticos. 

Solo cuatro días después, el 12 de noviembre, Elizalde, Muñoz y Maldonado parecieron 
preocuparse por la escalada de violencia, que incluyó ataques a cuarteles policiales y unidades 
militares, y se allanaron a dialogar con los partidos de gobierno, lo que condujo a la firma del 
Acuerdo por la Paz y la Nueva Constitución en la madrugada del 15 de noviembre. 


La erosión del Congreso 

En medio de la desarticulación de la vida cotidiana de la población y mientras eran atacados 
y saqueados muchos locales comerciales, la Cámara de Diputados aprobó livianamente el 
proyecto de ley de las 40 horas sin considerar siquiera los embates que sufría la economía ni el 
hecho de que numerosos centros de trabajo no podían funcionar normalmente. Fue simplemente 
surrealista, puesto que en ese momento muchas personas veían “reducida” su jornada laboral a 
¡cero horas! como consecuencia de los despidos que empezaban a producirse. 

La Cámara había perdido autoridad aceleradamente en los últimos años como consecuencia 
del tóxico clima populista creado por la bancada opositora, en el cual habían llevado la batuta 
algunas figuras del Frente Amplio, pero al que se habían sumado también algunos parlamentarios 
de centroderecha. En un momento de prueba para las instituciones, quedó a la vista el daño 
causado por la banalización de la función parlamentaria. 

Para numerosos diputados, la política no es más que un show cotidiano, y lo importante es 
actuar para las cámaras. No hace falta dar nombres de las diputadas y diputados -como se dice en 
estos tiempos-, que han representado la política de la farándula y la pasarela, y que han 
aprovechado el debilitamiento de los partidos para vender cualquier cosa. En ese precario 
contexto, vino la crisis que hizo temblar a Chile entero. 


Estirar la cuerda 

El relato que predominó al comienzo de la crisis entre los parlamentarios opositores, 
numerosos académicos, líderes sindicales y, ciertamente, los comentaristas de la TV, daba a 
entender que la furia destructiva era la respuesta espontánea a las injusticias de la sociedad. Hubo 
un ex ministro del Interior y de Defensa de los gobiernos de la Concertación que, en una 
columna publicada en El Mercurio, contabilizó las “25 gotas” que, a su juicio, habían rebalsado 
el vaso de la paciencia del pueblo y explicaban, por lo tanto, el estallido. 

En los hechos, buena parte de los opositores priorizó el objetivo de aprovechar la situación 
para golpear por diversos flancos al gobierno, indiferentes a la posibilidad de que el edificio se 


viniera abajo. Un ejemplo de ello fue la conducta del presidente del Senado, Jaime Quintana 
(PPD), y del presidente de la Cámara, Iván Flores (DC), al ser convocado el 7 de noviembre el 
Consejo Nacional de Seguridad Nacional (Cosena), organismo asesor del Presidente de la 
República en el que participan los comandantes en jefe de las FF.AA. y el director general de 
Carabineros, y que integran también el presidente de la Corte Suprema y el Contralor General de 
la República. Al término de la reunión, el ministro Blumel informó que se había informado de 
los graves hechos de alteración del orden público, y se había pedido la máxima colaboración de 
todas las instituciones del Estado para enfrentar las dificultades. Dijo que se había planteado la 
necesidad de que el Congreso tramitara cuatro leyes: la que modernizaba Carabineros, la nueva 
ley de inteligencia, además de la ley antisaqueos y el nuevo estatuto de protección a las policías. 

La reunión del Cosena se justificaba ampliamente y hasta tenía un valor simbólico ante la 
población que no podía ser desdeñado. Sin embargo, el presidente de la Cámara dijo entonces: 
“No se debió haber convocado al Cosena, porque lo mismo que tratamos pudimos haberlo 
discutido en otro contexto”. En tanto que el del Senado afirmó: “No estoy de acuerdo con esta 
convocatoria al Cosena, es innecesaria. Si bien nuestro país vive momentos difíciles, no significa 
ello que esté amenazada la seguridad nacional ni mucho menos que estemos en guerra”. 

El 12 de noviembre se produjo el paro de la CUT, que fue usado por los violentistas para 
actuar con mayor audacia, al punto que el gobierno consideró la posibilidad de declarar 
nuevamente el estado de emergencia. Esa noche, Piñera hizo un llamado a suscribir un acuerdo 
por la paz, otro por la justicia y un tercero por la nueva Constitución. Fue la base para el inicio de 
las negociaciones que condujeron al Acuerdo por la Paz y la Nueva Constitución, firmado por 
todos los partidos de gobierno y oposición, salvo el Partido Comunista (PC) y algunos grupos del 
Frente Amplio. Quintana reconoció entonces que la democracia había estado en riesgo. Al 
evaluar el acuerdo, dijo: “Esta Constitución se la vamos a deber a las personas que llevan 
semanas en las calles”. 

Nadie sabía qué características iba a tener esa Constitución que Quintana celebraba por 
anticipado, pero él mismo dio luces al respecto el 5 de diciembre, al decir que había tenido razón 
en 2014, al comienzo del gobierno de la Nueva Mayoría, cuando planteó la necesidad de una 
retroexcavadora para remover los cimientos del neoliberalismo. Esta vez, afirmó en Twitter que: 
“Chile no necesita una retroexcavadora, al menos necesita 3. Una para cambiar la 
Constitución, una para generar un nuevo sistema tributario, y otra bien grande para terminar 
con las AFP”. En esas mismas horas, el presidente del Banco Central explicaba a los senadores 
el durísimo panorama económico que iba a enfrentar Chile en los tiempos que venían. 


Lecciones olvidadas 

Si Chile pudo inaugurar una etapa de estabilidad institucional y progreso económico-social 
a partir de 1990, fue porque hubo un empeño transversal en favor del realismo, el equilibrio y la 
moderación para reconstruir la democracia y alentar la capacidad productiva del país. 
Afortunadamente, el primer gobierno democrático inició su tarea en un momento en que la 
economía tomaba un nuevo aire, lo que contribuyó a definir un plan destinado a atender las 
necesidades de los sectores más pobres. Si la coalición de centroizquierda no se hubiera 
empeñado en gobernar para todos, en diálogo con todos, buscando acuerdos duraderos, es 
posible que la transición hubiera enfrentado pruebas muy duras y de resultado incierto. 

Aquella coalición de la DC, el PS, el PPD y el PR, que lideró la recuperación de las 
libertades, había aprendido de los errores del pasado y bregó, con sentido de Estado, para generar 
un clima de diálogo y cooperación. Ello permitió la convergencia con los sectores de 


centroderecha, que se convencieron de la necesidad de dialogar de buena fe y establecer acuerdos 
para afianzar la paz y la libertad, y para que el país enfrentara eficazmente el reto de alentar el 
crecimiento económico, reducir la pobreza y generar mejores oportunidades para la mayoría. 

Chile progresó de manera sobresaliente en todos los planos en los últimos 30 años. Ahí 
están disponibles las mediciones internacionales que lo registraron. Y es obligatorio recordar que 
el proceso de transición a la democracia avanzó por un terreno en el que abundaban los riesgos 
de involución. 

Nada fue sencillo. En primer lugar, porque había sido muy profunda la división de la 
sociedad durante el período dictatorial, eran muchas las laceraciones en el campo de los derechos 
humanos y, aunque el país mostraba signos de avance económico desde 1985, la pobreza llegaba 
al 48% de la población. El primer gobierno democrático tuvo que aceptar que el exdictador 
siguiera comandando el Ejército, lo que planteó no pocas dificultades al propósito de que las 
FF.AA. se alinearan con el gobierno civil y el régimen de libertades. Pese a todo, Chile se abrió 
camino hacia la democracia sin sufrir nuevos desgarramientos. La Concertación cumplió una 
tarea remarcable en los 20 años que gobernó. La paradoja brutal es que ello, en lugar de 
enorgullecer a los partidos de centroizquierda, se convirtió en sentimiento de culpa y vergüenza 
en un amplio sector del Partido Socialista y del Partido por la Democracia, que luego contagió a 
la Democracia Cristiana y al Partido Radical, que involucionaron hacia los viejos clichés del 
estatismo y aceptaron una especie de fiscalización de los jóvenes líderes del Frente Amplio sobre 
lo que es progresista y lo que no lo es. 

Los acontecimientos que se desataron en octubre fueron incomprensibles para los 
observadores acuciosos de nuestra realidad. Tal fue el caso del historiador mexicano Enrique 
Krauze, quien se declaró perplejo frente a la ola de destrucción. “Yo quiero creer —dijo en una 
entrevista- que se trata de grupos marginales y que Chile no va a abandonar en ningún momento 
la pauta institucional republicana histórica. Olvidan su historia y condenan al país. Hago mías 
las palabras del Presidente Ricardo Lagos en el sentido de que no se vio esta violencia ni en los 
momentos del fin del régimen de Pinochet. No puedo imaginar ningún motivo para la 
destrucción sistemática de la ciudad y los bienes públicos que hemos visto en la televisión”. 
Consultado si creía que estaba cuestionado el modelo de economía liberal que había sido exitoso 
en nuestro país, respondió: “Se olvidan los chilenos que ese modelo tiene reconocimiento en todo 
el mundo. Lo que ha hecho Chile en términos económicos es reconocido en todas partes. Es muy 
admirable. Entonces, si no lo reconocen y lo tiran por la borda, pues lo que les puedo decir es 
que no hay un modelo de recambio. El recambio se llama populismo, de derecha o izquierda. En 
el sentido más suave, el peronismo en Argentina; en el más duro, el de Venezuela (...). Suena un 
poco retórico, pero si Chile a 200 años de historia no honra su historia democrática y resuelve 
sus problemas por una vía civilizada, entonces yo pienso francamente que América Latina 
entrará en una etapa muy oscura y quién sabe cuándo salga”. (181) 


Al borde del despeñadero 

La crisis hizo resurgir en la izquierda tradicional el antiguo reflejo condicionado de tratar de 
conseguir por las vías de hecho lo que no se había conseguido por la vía electoral. En otras 
palabras, la creencia de que no había que fijarse tanto en los límites legales para llevar adelante 
las “luchas sociales” y que, finalmente, un gobierno de derecha o centroderecha debía ser visto 
como enemigo, y tratado como tal. En el fondo, esas corrientes demostraban que todavía eran 
tributarias de la superstición revolucionaria, lo cual las llevaba a creer que podían converger con 
los insurrectos que no están preocupados de obtener parlamentarios, sino de hacer volar el 


Congreso por los aires. 

La lastimosa actuación del sindicalismo en la crisis no puede desvincularse de la influencia 
que ejerce allí la izquierda más beligerante. Con el país malherido, la CUT, la Agrupación 
Nacional de Empleados Fiscales (ANEP), el Colegio de Profesores, la Confederación Nacional 
de la Salud Municipal (Confusam) y otras agrupaciones asumieron una actitud que buscaba sacar 
ventajas de la inestabilidad causada por los desmanes, con poca o ninguna consideración por el 
interés colectivo. Lo principal era conseguir alguna ganancia para mostrar ante las bases. Sus 
dirigentes no podían no darse cuenta de lo que estaba en juego cuando convocaron a un paro 
nacional el martes 12 de noviembre, en un clima de enorme tensión nacional. Había dos 
posibilidades: una, que creyeran que la estabilidad institucional no corría peligro con su 
movilización; o dos, que esa estabilidad ya no importaba y era el momento de pasar por encima 
de ella para obtener no solo la satisfacción a sus demandas, sino un cambio político. 

Por las redes sociales circularon llamamientos incendiarios respecto del sentido del paro, 
con amenazas de ataques al transporte público, lo que creó un clima de temor en mucha gente. 
En la mañana del 12, hubo un desfile que discurrió sin incidentes, pero en la tarde ocurrió lo 
esperable. El paro sindical, una vez más, sirvió de cobertura a las fuerzas de la demolición, que 
atacaron incluso varias comisarías y dos unidades del Ejército. Solo entonces, los dirigentes 
opositores que habían estado echando leña al fuego parece que se dieron cuenta de que el país 
estaba al borde del desastre. 

Sería extenso el registro de las veleidades y los gestos demagógicos en las horas en que la 
mayoría de los chilenos temía lo peor, vale decir, la violencia desbordada y el quiebre 
institucional. Fue bochornoso que el candidato presidencial derrotado en diciembre de 2017, 
Alejandro Guillier, pidiera la renuncia de quien lo había derrotado, y lo fue también que el 
precandidato presidencial de RN, Manuel José Ossandón, tomara rápidamente distancia de 
Piñera y dijera que el gran problema del equipo de gobierno es que “tiene un jefe que todavía no 
entiende la gravedad del problema”, para asegurar enseguida que “Chile no acepta más 
parches”. Se confirmaba así que parte del problema era la indigencia política. 


En medio de tantas imposturas 

En los días más turbulentos sobresalieron los gestos de quienes tuvieron claro que estaba en 
peligro el régimen democrático y no dudaron en actuar en su defensa, arrostrando incluso las 
incomprensiones partidistas. Los exmandatarios Ricardo Lagos y Eduardo Frei no dudaron en 
acudir a La Moneda para cooperar con el Presidente Piñera en un momento muy complejo para 
la estabilidad institucional. Una alta demostración de coraje y coherencia democrática fue la que 
dieron las exministras Mariana Aylwin y Soledad Alvear, exmilitantes de la DC, que no dudaron 
en cumplir su deber de alertar sobre lo que estaba en riesgo. 

El 2 de noviembre, el exministro del Interior, Jorge Burgos, democratacristiano, publicó una 
columna en La Tercera que tituló simplemente “Gobierno legítimo”, en la que sostuvo que era 
esencial respetar los procedimientos democráticos, lo cual significaba asegurar que el mandatario 
en funciones, que había asumido el cargo en marzo de 2018, cumpliera su mandato. Parecía 
elemental, pero estábamos en tiempos en que hasta lo elemental estaba en entredicho, y 
reafirmarlo era sin duda una muestra de integridad. 

A fines de noviembre, una declaración del excanciller Juan Gabriel Valdés, socialista, 
alertando sobre los serios riesgos de quiebre institucional, y luego otra declaración que se tituló 
“Por la democracia”, que firmaron alrededor de 80 destacados militantes del PS, tomaron 
distancia de la línea zigzagueante de la mesa de ese partido, y generaron una fuerte corriente en 


defensa de la continuidad democrática, a la que luego adhirieron personas de otras fuerzas de la 
antigua centroizquierda. Fueron gestos que favorecieron los esfuerzos de pacificación. 

El 30 de noviembre, Andrés Velasco, exministro de Hacienda, publicó una columna en El 
Mercurio titulada “Fin a la violencia, ahora”. Allí planteó que nada era más importante que 
frenar los desmanes que estaban dañando tan gravemente al país. “La izquierda -dijo-, que cree 
en el Estado, debió haber sido la primera en alertar por la privatización de la violencia” (...) 
“Parece patético tener que recordarle a alguien que un estado de violencia en las calles acabó 
en la destrucción de nuestra democracia el 73, año a partir del cual las torturas y los asesinatos 
se tomaron Chile”. Velasco criticó además a todos los partidos por el error de creer que el hecho 
de abrir la billetera a tontas y a locas iba a detener el vandalismo. “Los narcos que saquean 
supermercados en autos de lujo —afirmó-, no van a dejar de hacerlo porque una partida 
presupuestaria suba tanto por ciento. Las conductas infantiles que hemos visto en estos días en 
el Congreso -exigencias financieras, presentación de indicaciones inadmisibles, aprobación de 
gastos contrariando todas las normas constitucionales-, solo contribuyen a desprestigiar aún 
más a nuestras vapuleadas instituciones democráticas”. 


La carta que jugó el PC 

El PC no pareció sorprenderse cuando se desató la ola de violencia en octubre. Parecía más 
bien estar enterado de que algo venía. Fue llamativo por cierto que, muy temprano, su bancada 
de diputados llamara a la “desobediencia civil”, y que su propio presidente, el diputado 
Guillermo Teillier, dijera también tempranamente que si Piñera no garantizaba la gobernabilidad, 
debía dejar el cargo. En la misma línea, empezó a actuar un sector del Frente Amplio. Era la 
táctica de “agudizar las contradicciones”, sin mayor preocupación por las consecuencias, o 
pensando quizás que ellas podían ser beneficiosas para los intereses partidarios. No podía ser 
casual la coincidencia con los grupos ácratas, que pedían también la renuncia de Piñera en los 
muros. En los hechos, se creó un área de convergencia entre la izquierda encapuchada y la 
izquierda que actuaba desde el Congreso. 

El 27 de octubre, el diputado Daniel Núñez, del PC, anunció la presentación de una 
acusación constitucional contra el Presidente Piñera, lo que confirmó que no había nada 
improvisado en la petición de renuncia del mandatario que Teillier había hecho al principio. 

El 28 de octubre, Pablo Monge-Reyes, miembro del Comité Central del PC, precisó en El 
Siglo (órgano oficial de la colectividad) la línea del partido: “En cada jornada, la protesta ha 
corrido como reguero de pólvora por todas las calles del valle urbano del Mapocho. Santiago 
comienza a respirar desde su rabia y sus sueños, desde sus decepciones y sus esperanzas, desde 
sus logros y sus frustraciones. Se levanta el pueblo, se alza el poder popular, el pánico invade al 
poder y comienza el enfrentamiento (...) Esta revolución es profundamente democrática. La 
marioneta de la democracia chilena creada en la dictadura sucumbe. La burguesía y sus 
cómplices buscan por todos los medios convencer al pueblo enojado que el futuro va ser mejor si 
se confía; ¿Si se confía en qué?, como lo dijera con una simpleza y una lógica abismante un 
poblador, no fueron 30 pesos, fueron 30 años de abusos. Si esto no es una insurrección, ¿qué 
es? El pueblo clama justicia y quiere con claridad un nuevo Chile. Es hora de definiciones y 
definiciones revolucionarias. Construir poder popular, poder en la base, el debate, el cabildeo y 
la movilización permanente, el juicio a la derecha y su salida del poder y, como corolario y 
demanda estructural el fin del modelo neoliberal, fases de insurrección popular que se van 
instalando lenta pero inevitablemente...”. 

La línea del PC, diez días después del ataque al Metro, era transparente. Sus dirigentes 


parecen haber vislumbrado la posibilidad de alentar una sublevación nacional contra el gobierno, 
lo que suponía en los hechos ponerse al margen de la legalidad que les permitía tener diputados y 
les había permitido tener ministros en el gobierno anterior. Era, de algún modo, la rebelión 
popular postergada del año 86, pero ahora alentada desde el Congreso. Para todo esto, era 
determinante mostrar a Piñera como un Pinochet redivivo. Hacía falta un dictador contra el cual 
embestir. 

La acusación contra Piñera fue presentada el 19 de noviembre, por parte de los diputados 
Carmen Hertz y Daniel Núñez, del PC; Jaime Naranjo y Emiliana Nuyado, del PS; Carolina 
Marzán, del PPD, Tomás Hirsh, Gael Yeomans, Claudia Mix, Jorge Brito y Vlado Mirosevic, del 
Frente Amplio, más Esteban Velásquez, del Frente Regionalista Verde. Era la primera acusación 
en 63 años contra un Presidente en ejercicio (en 1956, había sido acusado Carlos Ibáñez del 
Campo) y era, evidentemente, una forma de sabotear el Acuerdo por la Paz y la Nueva 
Constitución. 

Finalmente, la acusación ideada por el PC naufragó el 12 de diciembre en la Cámara al 
plantearse la llamada cuestión previa sobre su admisibilidad. Ello fue posible porque, además de 
los diputados del bloque oficialista, votaron contra la acusación 4 diputados de la DC; 2 del PR; 
y 2 independientes. Se frustraba así una maniobra de enorme audacia, y que obtuvo ni más ni 
menos que 73 votos de apoyo. 

¿Hay corrientes dentro del PC? Históricamente, sus dirigentes lo han negado, pero sabemos 
que hasta en las iglesias se manifiestan tendencias. El PC integró el segundo gobierno de la 
Presidenta Bachelet (2014-18) y, en ese período, dio la impresión de estar lealmente dentro de la 
institucionalidad. Los ministros que tuvo -de la Mujer y Desarrollo Social-, dieron muestras de 
flexibilidad en sus gestiones en el Congreso para conseguir apoyo a las iniciativas de sus 
ministerios. ¿Qué pasó, entonces, que en tan poco tiempo volvió el lenguaje y los estilos del 
tiempo rodriguista? ¿Cuánto influyó la posición de los regímenes de Cuba y Venezuela en este 
viraje, lo que ha derivado incluso en un rechazo al proceso constituyente que acordó la mayoría 
de los partidos? A sus dirigentes no se les puede escapar que han crecido los recelos de amplios 
sectores respecto de cuánta fidelidad tiene realmente el PC hacia los principios y procedimientos 
de la democracia representativa. 


La mentalidad totalitaria 

Uno de los peores efectos de la crisis fue la extensión, como verdadera mancha de aceite, de 
la corriente intolerante y persecutoria que venía incubándose en los últimos años y que se había 
expresado en las universidades, los colegios, el movimiento sindical, los medios de 
comunicación y, sobre todo, en las llamadas redes sociales. Se trata de una especie de doctrina 
del matonismo y el amedrentamiento. Su símbolo mayor es la “funa”, concebida como rito de 
estigmatización pública de quienes son considerados herejes, en el lenguaje del integrismo 
religioso, o enemigos del pueblo, en el lenguaje stalinista. Es la compulsión por imponer el 
monolitismo ideológico, y de la que se deriva el impulso de castigar a los que no se someten. De 
la semilla maligna del bullying en los colegios brotó, por ejemplo, la “funa” de los estudiantes de 
la Universidad Diego Portales contra su rector, o de los militantes socialistas aleonados desde 
Santiago para insultar a su propio senador en Arica, o de las activistas del feminismo en contra 
de la ministra de la Mujer, Isabel Plá, a quien acosaron en los estudios de radio Cooperativa. En 
esos y otros casos, era el rito de la estigmatización pública. 

Los ocho diputados opositores que se atrevieron a votar contra la acusación constitucional 
al Presidente, constataron en carne propia los métodos que usan los inquisidores de este tiempo. 


Las fotos de Matías Walker, Manuel Antonio Matta, Miguel Calisto y Jorge Sabag, de la DC, de 
Carlos Jarpa y Fernando Meza, del PR, y de Pepe Auth y René Alinco, independientes, fueron 
exhibidas por Camila Vallejos para generar animadversión hacia ellos. Luego vino la campaña 
de insultos y amenazas por las redes, que se concentró sobre todo en la figura de Auth. La 
excandidata presidencial por el Partido Igualdad Roxana Miranda llamó a difundir los domicilios 
de los diputados para hacerles sentir “el repudio del pueblo”. 

Se trata de la lógica corrosiva del totalitarismo, lamentablemente favorecida por la 
inconciencia de los partidos nuevos, como el Frente Amplio, y el reblandecimiento de los 
antiguos, como es el caso del Partido Radical, que decidió estudiar sanciones contra los dos 
diputados que rechazaron la acusación constitucional contra el Presidente, y expulsar de su 
bancada al independiente Pepe Auth. ¿A dónde había ido a parar la vocación republicana del PR? 
Completo misterio. Lo concreto es que los diputados Meza y Jarpa optaron por renunciar a sus 
filas. 

Los autoritarios ganan terreno cuando consiguen intimidar a los adversarios, pero también a 
los compañeros de ruta que vacilan. Por desgracia, son demasiados los parlamentarios que dan la 
impresión de estar muertos de miedo ante la posibilidad de ser juzgados por los tribunales 
populares que funcionan en Internet. Lo que habría que decirles es que si votan asustados ante 
las amenazas de los delegados de “La Calle” en la Cámara, y no son capaces de defender los 
fueros de su propia conciencia, quiere decir que no merecen ser parlamentarios. No hay duda de 
que la crisis hizo crecer el riesgo de involución autoritaria. Y da más o menos lo mismo que ella 
venga por la derecha o por la izquierda. 


Piñera en el ojo del huracán 

La crisis que le cayó encima al Presidente habría puesto en dificultades a cualquier 
gobernante. Nunca, en condiciones democráticas, un gobierno tuvo que enfrentar una ofensiva de 
violencia y destrucción tan devastadora. En el pasado, hubo huelgas prolongadas de trabajadores, 
tomas de escuelas y universidades por los estudiantes, marchas de protesta, largos paros de 
empleados públicos en servicios vitales, incluso con focos de violencia, pero nunca hubo algo 
siquiera parecido a lo que se desató el 18-O y que, ciertamente, corresponde tipificar como 
terrorismo. ¿En qué otro momento de nuestra historia fueron atacados tantos cuarteles policiales 
y unidades militares? 

No hace falta demostrar que hubo fuerzas que se propusieron generar un estado de 
desgobierno con vistas a derrocar a Piñera. Precisamente por eso, fue un grueso error suyo que 
no enfatizara en su primer mensaje al país el trasfondo político de lo que ocurría, que no era sino 
un ataque contra la democracia y la continuidad de su propio mandato. La interpretación socio- 
económica de los acontecimientos, que primó en su discurso, impidió alertar al país sobre la 
amenaza que se había configurado. Es cierto que en ello influyeron las consignas de justicia que 
empezaron a escucharse, con marchas y bailes, después del ataque al Metro y los primeros 
incendios y saqueos, pero la respuesta de La Moneda reflejó no solo falta de visión, sino hasta 
candidez. 

Era explicable la ansiedad de Piñera por mostrar que era sensible a las demandas sociales, 
pero al omitir la envergadura de la amenaza antidemocrática, su discurso confundió a mucha 
gente y alentó involuntariamente a quienes querían ir más lejos. La agenda social tocaba 
problemas reales pero, como era previsible, no detuvo ni podía detener la implacable ofensiva 
narco/anarquista/ultraizquierdista. 

Las características personales de Piñera -impulsividad, deseo de hacerlo todo, propensión a 


razonar como inversionista, etc.-, han merecido no pocas críticas. Otras, siguen recordando su 
controvertida trayectoria empresarial y la mezcla de los negocios con la política, pero ha sido 
elegido Presidente dos veces por los ciudadanos, y allí está, en La Moneda, en un trance decisivo 
para la República. Menoscabar su figura durante la crisis solo podía servir a quienes querían 
desplazarlo del poder. Quienes intentaron presentarlo como un nuevo dictador, revelaron que su 
propia acción dependía de tener al frente una figura aborrecible contra la cual se justificara 
cualquier demasía. A la postre, el odio de Nicolás Maduro contra Piñera bastaba para separar las 
aguas. 

El mandatario posee una característica que puede ser beneficiosa en las actuales 
circunstancias: es un hombre que no se deja arredrar, al que no le gusta perder, y al cual parecen 
energizarlo los desafíos difíciles. Y no ha habido ninguno más difícil que el actual en 30 años. La 
continuidad constitucional debe sostenerse contra viento y marea. 


Ser o no ser 
“Prefiero el gobierno de las leyes y no el de los hombres -dice el sociólogo italiano Norberto 
Bobbio-. El gobierno de las leyes celebra hoy su triunfo en la democracia. ¿Qué cosa es la 
democracia, sino un conjunto de reglas (las llamadas reglas del juego) para solucionar los 
conflictos sin derramamiento de sangre? ¿En qué consiste el buen gobierno democrático si no, y 
sobre todo, en el respeto riguroso de estas reglas?” (1171) 

La sociedad chilena no podrá mejorar si se debilita el compromiso de las fuerzas políticas 
con las reglas de la vida en democracia, si cunden el oportunismo y la desaprensión frente a la 
violencia, que es lo que ha prevalecido en las organizaciones sindicales que proclaman el 
derecho a la “desobediencia civil”, como lo hicieron la CUT y demás organizaciones de la 
llamada Mesa de Unidad Social a mediados de diciembre, lo que revela que su actitud frente al 
orden legal es acomodaticia. 

Habrá muchas cuentas que rendir respecto del convulso período que ha vivido nuestro país. 
Surgieron muchas dudas acerca de la posición relativista que asumieron los partidos de la antigua 
Concertación acerca del derecho de la democracia a defenderse, lo que supone entender el orden 
público como un asunto vital para la convivencia en libertad. Este es un asunto cardinal, frente al 
cual no puede haber equívocos. 

“Si se asume -dice Zygmunt Bauman refiriéndose al Leviatán, de Hobbes-, que la 
agresividad y el egocentrismo humano son tendencias innatas (lo que significa que vendrían 
biológicamente determinadas), la necesidad de impulsar una fuerza centrípeta, integradora, 
para equilibrar las presiones perturbadoras de dichas tendencias es una sencilla deducción, 
como también lo es la conclusión de que semejante necesidad no puede ser satisfecha por los 
procesos naturales, sino que solo puede -debe- imponerse “desde fuera” por medios imperiosos 
o, incluso, violentos si así lo exige la situación”. (#8) 

Allí está sintetizada la enseñanza más abrumadora e insoslayable de la crisis que hemos 
vivido. En las vacilaciones sobre este punto influyó sin duda la percepción de que “el pueblo 
descontento” se rebelaba contra los poderosos, pero también el cálculo oportunista de que esa 
rebelión podía provocar un cambio político, o sea, que el gobierno elegido en noviembre de 2017 
concluyera antes de marzo de 2022. Como las encuestas mostraban que Piñera experimentaba 
una drástica pérdida de apoyo a causa de los trastornos, podía ocurrir, imaginaron ciertos 
caciques, que la fruta madura cayera en sus manos. 

Beatriz Sánchez, excandidata presidencial del Frente Amplio, fue entrevistada por CNN el 8 
de diciembre, ocasión en la que se declaró “absolutamente” a favor de destituir al Presidente 


Piñera mediante una acusación constitucional. Era la incongruencia completa luego de que los 
diputados Giorgio Jackson y Gabriel Boric, los principales líderes del FA, firmaran el Acuerdo 
por la Paz y la Nueva Constitución, y una prueba más de que ese bloque fue en sus comienzos 
una cooperativa electoral en la que cabían desde chavistas hasta liberales. Para Sánchez, lo 
prioritario era mantener la conexión con “Plaza Italia”, lo que sea que ello signifique. Será mejor 
que ningún sector considere que puede obtener ganancias de una eventual ruptura institucional. 
Nadie ganaría en tales circunstancias. Y los costos para el país serían demasiado altos. 

Surge una gran interrogante acerca de cómo serán evaluados los partidos por su actitud ante 
la crisis. Ya se han acentuado las tendencias centrífugas en algunos partidos y bloques, como en 
el Frente Amplio y el PR. Habrá que ver cuán solido es el entendimiento de las fuerzas de 
centroderecha y cuánta lealtad guardarán hacia Piñera en el resto de su mandato. Se ha hecho 
evidente que los sectores más belicosos de la oposición seguirán tratando de mantener al país en 
tensión. 

Cualesquiera que sean los ajustes del mapa de partidos y coaliciones, el asunto esencial en 
los tiempos que vienen es la defensa de la continuidad constitucional y evitar que la crisis sea 
capitalizada por los autoritarios de cualquier signo. 


TV, redes, intoxicación 


“Admitiendo que entre los siete mil millones de habitantes del planeta haya una dosis inevitable de necios, 
muchísimos de ellos antaño comunicaban sus desvaríos a sus íntimos o a sus amigos del bar, y de este modo sus opiniones 
quedaban limitadas a un círculo restringido. Ahora, una consistente cantidad de estas personas tienen la posibilidad de 
expresar las propias opiniones en las redes sociales. Por lo tanto, esas opiniones alcanzan audiencias altísimas, y se 


confunden con muchas otras expresadas por personas razonables”. (1191) 
UMBERTO ECO 


En las horas en que cundía la angustia en los hogares debido a la violencia, los canales de 
TV asumieron una actitud no solo complaciente, sino casi propagandística del vandalismo, que 
era descrito como parte del mismo impulso justiciero que llevaba a muchas personas a golpear 
cacerolas en los barrios. Los reporteros y los comentaristas de estudio repetían una y otra vez 
que, en diversas formas, estábamos en presencia de una protesta social, pese a que ya era 
evidente la naturaleza antisocial del ataque el Metro y los saqueos a los supermercados. Las 
peores escenas de destrucción, los incendios, los desmanes de toda clase, coparon las pantallas 
de la televisión, todo lo cual creó una atmósfera que sembró legítimas dudas sobre la capacidad 
de reflexión y el sentido de responsabilidad de los editores y directivos de los canales. Por su 
parte, las llamadas redes sociales confirmaban que había grupos coordinados que buscaban crear 
un ambiente de extrema crispación, lo que fue favorecido por el desconcierto político y las 
torpezas comunicacionales del gobierno. 


Pantallas distorsionadas 

En las horas en que fue enorme el riesgo para nuestra convivencia, varios “rostros” de la 
TV, embriagados por la agitación en las calles, abusaron de la tribuna dorada que ocupan, sin 
ninguna conciencia de la responsabilidad cívica que pesa sobre ellos. Era una posición 
confortable, pues se mostraban socialmente sensibles, solidarios con “el pueblo indignado” y, al 
mismo tiempo, compraban una especie de escudo frente a los violentos al no pronunciar ni media 
palabra de crítica en su contra. En los hechos, los hombres y mujeres de la TV, con escasas 
excepciones, cerraron los ojos ante la real amenaza que se levantaba contra nuestra convivencia 
y, además, amplificaron el delirio. Actuaron de un modo del que no podrán sentirse orgullosos en 
el futuro. 

El economista chileno José Luis Daza, que ejerce la docencia en EE.UU., estuvo en Chile 
en los primeros días de la crisis y resumió así sus impresiones: “Recién estamos entendiendo, a 
nivel mundial, la capacidad y potencia de la televisión en generar realidades aceptadas por 
mucha gente, independientemente de los hechos que las sustentan. Es un medio muy potente, 
moldeador de realidades. En EE.UU., cadenas de televisión han movilizado al país a la guerra 
basadas en creencias alejadas de la realidad; han lanzado movimientos políticos como el Tea 
Party. Estuve un par de días en Santiago y quedé impactado por el nivel de los periodistas de 
televisión. Han adoptado las malas prácticas de la televisión americana, pero con menor 
honestidad intelectual. En EE.UU., los opinadores de Fox News y otras cadenas con influencia 
política no se hacen pasar por periodistas. Reconocen que son comentaristas sesgados. Vi en 
Chile una pretensión de neutralidad periodística falsa y gran superficialidad analítica”. (201) 

Los canales de TV juntaron en un solo paquete la violencia y las marchas pacíficas, los 


saqueos y el golpeteo de cacerolas. La simplificación contribuyó a crear la idea de que el país 
entero se alzaba contra las injusticias con distintos “estilos”. Ningún comentarista se fijó en las 
terribles injusticias que iba mostrando en pantalla, por ejemplo, la agresión aleve contra miles de 
pequeños comercios, y desde luego el hecho de que la interrupción de los servicios del Metro en 
ciertas comunas afectaba en primer lugar a las familias más vulnerables. Cuando estallaron los 
actos de violencia, no hubo ni por asomo una crítica de parte de los panelistas más conocidos de 
la TV, algunos de ellos suficientemente veteranos como para tener cierta perspectiva histórica. 
La mayoría optó por ubicarse en el lado “políticamente correcto”, pero también en el lado 
ventajoso: al no criticar a los vándalos, adquirían una especie un seguro para sí mismos. 

En una entrevista publicada por la revista Capital el 26 de noviembre, el periodista chileno 
John Müller describía así la situación de la TV: “El modelo CNN sin duda ha contribuido a la 
generación de un ambiente de angustia. Esa ansiedad que se nota en la población chilena 
cuando a las cuatro de la tarde quiere ir a casa porque siente que puede quedar sin transporte... 
eso es producto de ese modelo. Y no digo que exista un plan detrás de esto, lo que digo es que 
ese modelo de noticias permanente alimenta esa angustia (...). Ese modelo es como ponerle un 
canal de televisión a un secuestrador para que haga públicas sus demandas”. 

Las versiones de la prensa internacional no demoraron en repetir la historia fácil de que en 
Chile había hecho crisis una situación desesperada de injusticia. En general, los corresponsales 
describieron una maqueta de país, no el Chile real, pero era el relato que calzaba con los 
prejuicios, que ni se molestaba en precisar cuáles eran los avances conseguidos por este país y 
cuáles eran los problemas reales. Con el paso de los días, se fue haciendo evidente que en 
algunos países de América Latina los políticos populistas no ocultaban su satisfacción por el 
hecho de que Chile estuviera en dificultades. Incluso el líder peronista Alberto Fernández, ya 
convertido en presidente electo de Argentina, aprovechó para dar una patadita: “Me hablaban 
del “milagro chileno” y yo les respondía que el único “milagro” era que la gente no 
reaccionaba”. 

¿Cómo habrían sido las cosas si, desde las primeras horas de la escalada de violencia, los 
canales de TV hubieran condenado abierta y decididamente los desmanes, alertado sobre los 
riesgos para nuestra convivencia, y hubieran tratado de orientar a una comunidad presa de la 
desazón? Habría establecido una gran diferencia respecto de lo que pasó, cuando parecía que 
detrás de las cámaras dominaba la desaprensión. 

En la entrevista mencionada, John Müller apuntó a la responsabilidad periodística: “Pienso 
que en Chile los periodistas van a tener que abrir un debate después de que termine esta crisis 
sobre por qué han sido incapaces de distinguir los géneros periodísticos. Y me refiero a las 
acusaciones contra los periodistas: esto tiene que ver con un problema de confusión de géneros. 
Cuando un periodista -que es un periodista informador y que está en un segmento informativo- 
empieza a opinar, claramente está transgrediendo los códigos profesionales. No hay problema 
con que diga que es partidario de que haya marcha, es una opinión legítima y cada profesional 
se hará responsable de sus dichos, pero lo que no me parece aceptable es que en un espacio 
informativo, un periodista decida sesgar la información porque a él o ella le resulta más 
simpática la protesta o porque le parece que si informa sobre los carabineros heridos le está 
haciendo un favor al gobierno (...). Los matinales, por ejemplo, son una permanente confusión 
entre información y opinión”. 

Encapuchados en la red 

La crisis permitió medir por primera vez el impacto de las llamadas redes sociales en Chile, 

las que jugaron un papel decisivo para movilizar a diversos grupos que ya se habían mostrado 


muy activos en la agitación callejera de los últimos años, como los movimientos feministas, los 
activistas de No + AFP, los grupos ambientalistas y, de modo muy destacado, los sectores que 
apoyan a los grupos extremistas en la Araucanía: la bandera mapuche fue levantada en muchos 
lugares, y no costaba deducir que la experiencia acumulada por la Coordinadora Arauco-Malleco 
y otros grupos había sido “socializada” en la capital. Su líder, Héctor Llaitul, viajó en esos días a 
Caracas. 

Por supuesto que los llamados a concentrarse en Plaza Italia y otros lugares fueron acogidos 
por gente no asociada a grupo alguno, no militante, pero que fue atraída por la corriente, en 
muchos casos sintiendo que participaba en un momento histórico. El lema “Chile despertó” fue, 
sin duda, catalizador y movilizador, del mismo modo que la descripción de injusticias reales que 
debían terminar. Las redes fueron manejadas inteligentemente y actuaron sobre terreno fértil: los 
partidos opositores demostraban estar dispuestos a bailar al ritmo de cualquier música que 
debilitara a Piñera. La consigna de forzar su renuncia fue activada por los “combatientes en la 
red”, los que desplegaron una campaña que buscó convencer a los chilenos y al mundo de que en 
nuestro país había una nueva tiranía. Esto se vio favorecido naturalmente por las violaciones de 
los derechos humanos cometidas por las fuerzas policiales. 

Las redes sociales se volvieron más antisociales que nunca en los días de la crisis. Se pudo 
comprobar la eficacia con que pueden ser usadas para crear un clima de tensión y crispación con 
vistas a generar un cuadro de desarticulación de la sociedad. Fuimos testigos de las técnicas de 
“agitación y propaganda” en tiempos de Internet, con anonimato asegurado, cuentas con 
representatividad simulada y, como requisito básico, absoluto maniqueísmo. ¿Se puede hablar de 
guerra sicológica? Es posible, porque los encapuchados de la red definieron un enemigo -el 
Presidente de la República-, contra el cual apuntaron toda la artillería, y además porque aplicaron 
un método de saturación de las percepciones de la realidad que atemorizó a grandes sectores de 
la población. 

El 28 de noviembre, El Líbero informó que la empresa chilena ConnectaLabs Al, 
especializada en la implementación de soluciones de inteligencia artificial, analizó el manejo de 
Twitter entre el 20 de octubre y el 5 de noviembre. Revisó 4.807.736 tweets y a 638.893 
usuarios. Concluyó que así como hubo cuentas nacionales muy activas que alentaron las 
movilizaciones y los cambios políticos (por ejemplo, del alcalde de Recoleta, Daniel Jadue), 
también hubo cuentas extranjeras, principalmente venezolanas, nicaragúenses y cubanas, de 
abierto apoyo a las marchas y protestas. 

El informe destacó que los hashtags  XChiledesperto,  HChilesecanso y 
#lamarchamasgrandedechile emanaron desde Venezuela, específicamente de las cuentas de la 
televisora estatal Telesur; de Erika Ortega Sanoja, periodista del canal ruso RT, financiado por el 
gobierno ruso; y de Pablo Sepúlveda Allende, nieto de Salvador Allende, que vive en Venezuela 
y es coordinador de una red de agitación que depende del Ministerio de Cultura de ese país. 


Negatividad en tiempo real 
Jaron Lanier, especialista en informática y fundador de una de las primeras compañías de 
realidad virtual, es hoy uno de los más agudos cuestionadores de la lógica de manipulación con 
que funciona Internet. Ha escrito varios libros polémicos sobre el impacto del mundo digital en 
la vida de las personas. En una entrevista en marzo de 2019, señaló: “Originalmente la idea era 
que la influencia política y el poder se iban a distribuir mucho más con internet; y lo que está 
sucediendo es lo contrario. La internet, tal y como la conocemos hoy, se basa en la 


manipulación y la modificación de las conductas sobre la base de las emociones. La 
consecuencia de todo ello es que se ha impuesto la negatividad en lugar de la positividad porque 
las corrientes emocionales negativas son más fáciles de crear y se extienden más rápidamente. 
Todo el sistema tiende a ser más eficiente para generar emociones negativas que positivas. La 
negatividad se amplifica y se vuelve más poderosa”. (211) 

Lo dicho por Lanier quedó demostrado en Chile en los días de la crisis. Oleadas de 
consignas negativas para fomentar el “alzamiento” contra el gobierno, fake news, infundios de 
toda clase para confundir y crear un estado de psicosis, descripción de un pueblo dispuesto a 
romper la legalidad, etc. Conocíamos el papel de las redes sociales como arma política maliciosa 
en la campaña electoral de Donald Trump, y en el referéndum que definió el Brexit en Gran 
Bretaña, pero no habíamos tenido una aproximación nacional al respecto. Ahora sí. Hemos 
quedado escarmentados sobre lo devastador que puede ser el poder de las redes sociales usadas 
inmoralmente. El propio Lanier propicia regulaciones, pero está consciente de lo difícil que es 
establecerlas. 

En su libro más reciente, “Diez razones por las cuales debes borrar las redes sociales de 
inmediato” (2018), Lanier apuntó al efecto nocivo que tienen las redes en nuestra manera de ver 
el mundo y de actuar. Al vigilarnos permanentemente, su capacidad de manipularnos es 
gigantesca (recordemos que Facebook tiene más de 2.200 millones de usuarios en el mundo). 
Entre las razones para tomar distancia, anota que las redes nos están volviendo idiotas; están 
minando la verdad; están destruyendo nuestra capacidad de empatía; están vaciando de contenido 
todo lo que decimos; nos están haciendo sentir infelices; están haciendo que la política sea 
imposible. 

Como es sabido, muchos políticos viven pendientes de las redes sociales para saber hacia 
dónde soplan los vientos y tratar de actuar en la misma dirección. Allí se sintetizan el 
oportunismo y la bobería. Así se explica que, cuando menos lo esperan, se los lleva la ventolera. 

Acerca de la influencia de las redes en conmociones como la vivida por Chile, el periodista 
norteamericano John Lee Anderson, conocedor de América Latina, dijo en una entrevista que 
“los espacios virales crean organización política, pero también aglutinan angustia. Incluso, 
pueden ayudar a crearla, a fomentarla en quienes descubren que no están conformes, que ya no 
aguantan más. Entonces, cualquier demanda puede ser el detonante de un crack. Una demanda 
contagia a otra, porque ya casi todos -y este es otro rasgo decisivo de nuestra época-, 
comparten frustraciones parecidas: las de una gran mayoría que accedió a la sociedad de 
consumo”. Anderson se detiene en las consecuencias que tiene en nuestra vida cotidiana el hecho 
de depender de un teléfono con un mundo virtual en su interior: “Me parece que eso nos está 
creando una disonancia cognitiva que, sumada a la viralidad de las redes y a la psicología de la 
sociedad de consumo, produce una patología cada vez más universal de inconformidad 
colectiva. Una especie de desazón que aflora en pequeños nichos de la población y de inmediato 
se contagia. Y que conlleva algo de nihilismo, de sociopatía, en el sentido de que muchas de sus 
expresiones de desahogo son destructivas, vandálicas, pero sin una filosofía desarrollada”. (221) 


De aquellos polvos, estos lodos 
Al igual que en 2011, cuando muchas figuras de la TV, el teatro y el mundo del espectáculo 
cayeron arrobados ante las marchas estudiantiles y se consolidó el culto a La Calle, esa deidad 
que supuestamente anunciaba un radiante porvenir, esta vez se sumaron rápidamente a la 
efervescencia muchas personas conocidas gracias a la TV, actores, cantantes, animadores, que en 


las semanas más duras expresaron una especie de embriaguez estética ante el espectáculo de la 
furia y el fuego que parecía anunciar una revolución liberadora. La mayoría de ellos estaban 
literalmente encandilados por lo que creían ver: las masas que marchaban al asalto del cielo. A la 
mayoría de ellos no se les pasaba por la cabeza la posibilidad de que esa ficción se convirtiera en 
tragedia completa. 

Para demostrar su compromiso progresista, algunos artistas usaron el lenguaje con extrema 
liviandad. En un video que está en YouTube, la actriz Ana María Gazmuri dijo: "Claro que hay 
vandalismo, porque hay descontento”, y el actor Daniel Muñoz agregó que la rabia no era por 
los 30 pesos del alza del Metro, sino por los 30 años de injusticia, de lo cual se deducía que, 
insólitamente, la reconstrucción democrática había echado a perder las cosas en Chile. Por cierto 
que esos y otros artistas estaban seguros de que el vandalismo y la rabia pasarían lejos de sus 
casas. 

En las horas más tensas, se exaltó en las redes la indignación y la rabia como pasiones que 
estaban ennoblecidas por el reclamo de igualdad. Era una forma de amedrentamiento funcional a 
la violencia: los indignados y enrabiados podían hacer cualquier cosa. Un mínimo sentido de 
prudencia aconsejaba no cruzarse en su camino. Está demostrado que la indignación y la rabia no 
dejan espacio para dar razones. 

Esos sentimientos negativos avanzaron por las calles, pero entraron también a las casas y los 
lugares de trabajo, descomponiendo las relaciones familiares e incluso quebrando amistades 
antiguas. Algo muy turbio había pasado entonces para que ocurriera todo eso. Influyeron 
ciertamente las diversas vivencias sobre lo que sucedía, las distintas interpretaciones sobre un 
sacudón que hizo dudar de muchas cosas e incorporó gran incertidumbre en todos los planos. Se 
instaló la desconfianza entre nosotros. 

Hemos visto asomar en Chile el rostro del odio, esa espesa secreción humana que ha estado 
en la base de las grandes tragedias de la historia. Y las campañas de odio, que partieron junto con 
la violencia, fueron el espacio de encuentro de todos los “revolucionarios”. Odio en estado puro, 
surgido con una potencia aterradora, y que buscó neutralizar las reservas de racionalidad de las 
personas. Era fácil deducir que si alguien estaba dispuesto a quemar una iglesia o un hospital, 
quería decir que estaba movido por un odio muy profundo, o que había caído en un estado de 
frenesí que solo encontraba satisfacción en los actos de destrucción y de agresión, como quedaba 
ilustrado por la campaña brutal contra los miembros de las instituciones policiales. 

¿Quedaremos con una sociedad enferma al cabo de todo esto? Por desgracia, son demasiados 
los síntomas. Lo primero es impedir que se extienda el odio, que muchas veces es el prólogo del 
crimen. 


Los jóvenes y el principio de realidad 


“Considerar que lo imposible es simplemente el conjunto de las “posibilidades potenciales”, la serie de los 
posibles todavía no realizados, equivale a una peligrosa forma de infantilismo histórico y de milagrerismo práctico, que 
nos lleva a manejar los graves y complejos problemas políticos de nuestra civilización con la misma beata inocencia de un 
niño. Y esta analogía es adecuada, pues al niño le falta también el “sentido de lo imposible” y, por lo tanto, 
correlativamente, el “sentido de lo posible”. El niño rompe y desaprovecha todo -y hasta es un potencial e involuntario 
suicida-, justamente porque no adquirió todavía la noción de lo que “puede”, e inversamente, de lo que ‘no puede” hacerse 


con los objetos que lo rodean”. (3I) 
GIOVANNI SARTORI 


La historia enseña que nada es más esencial que la protección de las garantías individuales: 
allí está el soporte ético de la convivencia civilizada. Cuando desaparece ese soporte, todo se 
vuelve relativo, incluso el valor de la vida humana. Pero sucede que las lecciones que 
consideramos básicas respecto de esa manera de entender la sociedad no lo son para quienes 
tienen 15 o 16 años, recién despiertan a la inquietud social y carecen de referentes que les ayuden 
a comprender las complejidades de la vida colectiva. Al respecto, es útil recordar el episodio de 
aquella liceana que, en un acto público en 2006, lanzó un jarro de agua al rostro de la ministra de 
Educación de entonces, Mónica Jiménez. No pasó gran cosa, no hubo mayores críticas y, sin 
embargo, allí estaba la señal de lo que podía venir si no había un esfuerzo de pedagogía social 
respecto de los límites. Lamentablemente, algunos adultos han favorecido las visiones maniqueas 
entre los jóvenes, y además les han transmitido sus propios resentimientos. 

En los días críticos de octubre y noviembre, muchos jóvenes se mostraban convencidos de 
que, gracias a la violencia, se iban a crear condiciones para que surgiera una sociedad más 
igualitaria. ¡Escombros igualitarios era lo que podían esperar! 


Mala nota 

“El capucha te permite lo que el paco te reprime”. Así rezaba un gran cartel instalado a 
fines de noviembre a la entrada del Liceo Estación Central, municipal, y en el que son mayoría 
los estudiantes de grupos vulnerables, incluidos muchos hijos de familias de inmigrantes. El 
cartel estuvo hasta fin de año sin que nadie se atreviera a sacarlo, ni siquiera el director del 
colegio. En ese punto están las cosas en muchos colegios: profesores que piensan más o menos 
como adolescentes y que adhieren a los paros con entusiasmo, otros que temen ser 
estigmatizados por los estudiantes y optan por mimetizarse con el ambiente, y directores que, con 
la experiencia del liceo Darío Salas, del Instituto Nacional Barros Arana (INBA) y del Instituto 
Nacional, se conforman con que nos les quemen la oficina ni destruyan las instalaciones del 
colegio. 

Hay motivos suficientes para estar preocupados por lo que sucede con muchos jóvenes, que 
muestran desdén por los valores que permiten vivir civilizadamente. Han disociado la libertad 
que tienen del hecho de que hay leyes que lo hacen posible. En ellos es visible el vacío dejado 
por muchas familias en la formación de sus hijos, que se supone que debe partir por enseñar a 
distinguir lo recto de lo torcido, lo que se puede y lo que no se puede hacer. Lamentablemente, 
esa influencia orientadora no ha existido para muchos niños y adolescentes, que han crecido 
creyendo que sus deseos son lo único que cuenta. No hablamos de quienes han vivido en 


situación de riesgo, sin hogar, con evidentes desventajas, sino de los hijos de familias que 
aparentemente funcionan, pero que de todos modos no recibieron ciertas pautas básicas. Mucho 
peor es el caso de aquellos padres que creen que deben formar a sus hijos como “rebeldes” en 
lugar de enseñarles a razonar. 

Demasiados jóvenes carecen de formación cívica elemental, lo que implica entender que 
viven en comunidad y bajo las normas de la democracia, en cuyo núcleo está la exclusión de la 
violencia como recurso para imponer las propias opiniones. Serán ciudadanos pronto, pero no 
hay mayor conciencia de lo que eso representa: es como si creyeran que basta con los desfiles o 
la toma de los establecimientos para salir con la suya. 

No pocos profesores, por incompetencia o por evitarse problemas, han renunciado a la 
misión de transmitir valores de convivencia a sus alumnos. En vez de eso, les han dado ejemplos 
poco edificantes con los largos paros del gremio. Han optado por no contradecir a los alumnos 
belicosos y por demostrarles que comparten su causa, cualquiera que sea. 

El presidente del Colegio de Profesores, Mario Aguilar, reivindicó en diciembre lo que 
llamó la “desobediencia civil”, que en rigor supone incumplir pacíficamente una ley que se 
considera injusta, pero que él parecía entender como validación de cualquier forma de acción, 
incluyendo la instalación de barricadas y otras acciones de fuerza. Dio a entender, además, que 
los detenidos por saqueos, vandalismo y destrucción eran “presos políticos”. No se necesita más 
para entender la influencia profundamente distorsionadora que el gremio de profesores ha 
ejercido sobre miles de estudiantes desde hace tiempo. 


Pulsiones en el campus 

Apenas dos días después del estallido de la violencia, Carlos Peña, rector de la Universidad 
Diego Portales, apuntó en una columna al papel protagónico de los jóvenes en las calles: “Las 
nuevas generaciones -afirmó-, están huérfanas de orientación (aunque no de aplausos de 
algunos viejos que compensan así la deuda de su propio pasado). Y así, carentes de orientación 
ideológica, quedan presas de sus pulsiones. En vez de contar con una orientación ideológica, las 
nuevas generaciones están convencidas de que su subjetividad, el fervor con que abrazan una 
causa, la intensidad de sus creencias acerca de la injusticia del mundo, valida cualquier 
conducta, mirada que es siempre la fuente de los peores excesos. Sin un momento reflexivo entre 
el impulso y la conducta, cualquier cosa es posible”. (124!) 

Peña sufrió luego en carne propia el efecto de las pulsiones que describía. Fue zaherido por 
alumnas y alumnos de la UDP, los cuales no soportaron que se cuestionara la pureza de sus 
lemas y la superioridad moral de sus acciones. Varios académicos acudieron presurosos a 
solidarizar con los estudiantes, con lo cual, al parecer, sentían que quedaban bien protegidos. 
Peña fue “funado” varias veces frente a su propia oficina, con fuertes insultos y amenazas. En la 
Facultad de Derecho de la UDP se instaló un cartel que decía: “A la leña Peña”, con una hoguera 
de fondo. 

En varias universidades hay, desde hace tiempo, rectores, decanos y académicos 
atemorizados, que procuran no enojar a los insurrectos y que, para no ser funados, están 
dispuestos a “bailar para pasar”. La prédica insurgente de algunos académicos y el acomodo de 
otros han abonado el terreno a la intolerancia y el amedrentamiento. 

Cuando estalló la ofensiva de violencia y destrucción, ningún rector cometió la imprudencia 
de condenarla. Varios se sumaron a la ola de reclamo universalista contra la injusticia para no 
despertar sospechas. El 11 de noviembre, la Universidad de Concepción pagó una inserción de 
página completa en El Mercurio para que su rector, Carlos Saavedra Rubilar, afirmara que la 


desigualdad que existía en Chile alcanzaba “dimensiones extremas” y que el mundo político y 
empresarial no había escuchado las demandas de las personas “en tres décadas de democracia”. 
Como ya habían ocurrido varios episodios violentos en Concepción, se trataba, evidentemente, 
de una inversión en seguridad y una especie de póliza para el propio rector. 

Algunos estudiantes con poca información, que repiten los lemas rudimentarios de la 
izquierda negra, parece que se imaginan una sociedad sin policía, sin autoridades, sin Estado, 
pero en la que, extrañamente, ellos seguirían haciendo sus vidas como hoy, e incluso mejor que 
hoy. Pero, ¿cómo sería eso? ¿Quién ordenaría las cosas para que viviéramos sin agredirnos unos 
a otros? Ignoran que no existen las sociedades anarquistas. Antes de que ello ocurra, surgen las 
dictaduras. La anarquía provoca el deseo de orden porque, como recuerda Bobbio citando al 
autor alemán W. Roscher, “siempre es mejor un león que diez lobos o cien chacales”. Lo 
primero, entonces, es que los jóvenes aprendan a diferenciar la democracia de la dictadura. Si eso 
no ocurre, el extravío es casi inevitable. 


La tentación de la violencia 

Demasiados jóvenes creen que “algo de violencia” ayuda a conseguir mejores condiciones 
de vida. Se trata de una muestra de enorme inconciencia sobre lo que puede representar el 
derrumbe de la legalidad y el establecimiento de la ley del más fuerte. Creen, en el fondo, que la 
violencia no los va a tocar directamente. Deberían saber, por lo menos, que luego de la violencia 
de los aficionados sobreviene habitualmente la violencia de los profesionales. 

En un lúcido trabajo llamado “Violencia, derechos humanos y salvación de la república”, 
publicado en CIPER ChileLB8l, el antropólogo Pablo Ortúzar señaló lo siguiente: “Estos días me 
ha tocado conversar con muchas personas unos diez años menores que yo (es decir, gente de 
alrededor de 25 años) que razonan con un ingenuo cinismo que me sorprende profundamente. 
“Sin la violencia, no habríamos conseguido nada”, me han dicho, asumiendo que las cosas 
conseguidas están “firmes” y que si la violencia sigue, seguirán consiguiendo cosas. Como si se 
tratara de una especie de técnica neutra, que puede ser aplicada una y otra vez con los mismos 
resultados. Varios me han preguntado, con total candidez, qué haría falta para una revolución. 
Es decir, para lo que ellos parecen entender como un “reseteo” completo de un sistema que no 
les gusta, aunque no militen en ningún partido ni tengan mucha claridad de con qué 
reemplazarlo. Los partidos políticos, en su mente, son absolutamente despreciables y nada más. 
Lo dicen sin rabia ni odio. Como un hecho de la naturaleza. Y como pensando que la 
democracia, después de todo, podría seguir existiendo sin ellos, quizás hasta de mejor manera. 

En otras palabras, su cinismo para justificar la violencia luego se transforma en la 
ingenuidad más idealista respecto a lo que implica un escenario de violencia desatada, donde 
los partidos políticos ya no tienen autoridad ni control. He llegado a pensar que estos jóvenes 
creen que los derechos humanos realmente son una especie de manto sagrado impenetrable, que 
los protege con independencia de la situación política. Es como si pensaran que, de hecho, se 
puede hacer la revolución sin mayores abusos en contra de nadie. Como si la brutal historia de 
violencia de la humanidad fuera una cosa del pasado, algo que hoy sólo sirve para escribir 
guiones de series de televisión digital. Como si la justicia de sus buenas intenciones les 
asegurara un triunfo obvio e incruento. 

Cuando hablan de sus padres, para peor, suele ser con condescendencia. “Esos viejos locos”. 
Gente que no entiende nada y que parece vivir asustada de fantasmas absurdos, como si la 
experiencia de la dictadura militar los hubiera inhabilitado para opinar de política, y todas sus 
advertencias fueran meras expresiones de trauma, en vez de experiencia. Es decir, como si ellos, 


los jóvenes de hoy, estuvieran convencidos de vivir en una época en que los males del pasado 
evidentemente no pueden volver a ocurrir. Una época mucho mejor. Con gente mejor, ideales 
mejores y ningún riesgo real. Una época en que hacer caer a un presidente democráticamente 
elegido mediante protestas callejeras en un país latinoamericano le entregará, por fin y 
directamente, el poder al pueblo. Sin mediaciones, sin engaños, sin democracia ni, por supuesto, 
dictadura”. 


El reto 

En medio del torbellino vivido por nuestra sociedad, hubo demasiados adultos que, en las 
universidades y en la TV, en el Congreso y en las organizaciones sindicales, actuaron como 
adolescentes que recién descubren el mundo, como rebeldes arrebatados por la ilusión 
revolucionaria. Lo que hacían en realidad, era renunciar a su condición de adultos, de padres y 
abuelos incluso, tratando de no contradecir a los muchachos, disimulando el miedo a veces, 
creyendo que al final ganarían sus simpatías. En suma, adultos infantilizados, y por lo tanto, 
irresponsables. 

Es indispensable abordar seriamente la situación del medio millón de jóvenes que no 
estudian ni trabajan. Es probable que muchos de ellos hayan sido arrastrados a las acciones 
violentas, las que se convierten en la vía para expresar sus frustraciones. Se podría decir que se 
han convertido en carne de cañón de quienes han estado en las sombras orquestando el caos. Hay 
allí un problema social y cultural de gran envergadura que necesita ser enfrentado por el conjunto 
de la sociedad. Existe demasiada confusión entre muchos jóvenes, carencia de valores básicos 
que se supone que aporta la familia o, en subsidio, la escuela. Y tratándose de la escuela, ¿cómo 
no reparar en que el gremio de profesores hasta intenta dar un aire de gesta al hecho de convertir 
a los alumnos en rehenes de sus huelgas periódicas? 

Es necesario explicar a los jóvenes que no conocieron la dictadura que la posibilidad de 
reducir las injusticias depende de que vivamos en condiciones de libertad, y que ello supone 
derechos, pero también deberes. En otras palabras, que no tendremos una sociedad más justa si 
ésta se abandona al sinsentido, la rabia y la desesperación. Contribuiría a ello que los líderes 
políticos, los comentaristas de la TV, las figuras de la cultura, las autoridades religiosas, trataran 
de explicarles a los jóvenes que todos tenemos la obligación de resguardar el interés colectivo y 
los bienes públicos, 

Es abrumadora la lección que se deriva de la experiencia del Instituto Nacional, cuya 
decadencia parece irremediable. Nacido con la república, esa institución fue un ejemplo de 
educación de calidad y, además, una herramienta de movilidad social que ayudó a formar a 
muchas generaciones que luego aportaron al país en muy diversas áreas. Las largas tomas, las 
huelgas indefinidas y, en los últimos tiempos, los actos de violencia ciega terminaron por socavar 
las bases de un colegio que había hecho sentir legítimamente orgullosos a sus egresados, muchos 
de los cuales han visto con angustia el proceso de destrucción. Se trata de una dolorosa 
advertencia sobre las consecuencias de la irracionalidad vestida de lucha social. 

Hay que ayudar a que los jóvenes entiendan algo tan esencial como que la realidad tiene 
límites y que más vale no chocar con ella; que Chile no mejorará a peñascazos; que así como la 
vida puede ser mejor, también puede volverse peor, y que luego será tarde para lamentarlo; que 
deben cuidar el país de sus abuelos; que la mejor protección para ellos y las familias que formen 
es, definitivamente, la democracia. 

El país necesita que las nuevas generaciones se comprometan con los valores democráticos, 
sobre los cuales tienen una idea borrosa o incluso opuesta a lo que desean. Es indispensable que 


sepan que las libertades nunca están aseguradas y que si se abusa de ellas pueden debilitarse y 
hundirse. El derecho a manifestarse en las calles en apoyo a tales o cuales reivindicaciones es 
una conquista de la sociedad abierta, pero ello no puede validar el vandalismo, los saqueos, el 
ataque a las iglesias o los actos criminales. Es hora de que sepan que ninguna reivindicación 
social puede servir de excusa para atentar contra la paz, la libertad y el derecho. Será mejor si 
entienden que el Estado democrático tiene el deber de proteger al conjunto de la comunidad, y 
que si eso no ocurre, termina por imponerse el autoritarismo. 


Podemos aprender de la historia? 


“A diferencia de la memoria, que se confirma y se refuerza a sí misma, la historia incita el desencanto con el 
mundo. En gran medida, lo que puede ofrecer es desalentador, incluso perturbador, razón por la cual no siempre resulta 
políticamente prudente esgrimir el pasado como arma arrojadiza con la que golpear y amonestar a un pueblo por sus 


pecados pasados. Pero la historia debe aprenderse y, periódicamente, reaprenderse”. (1261) 
TONY JUDT 


En una entrevista en CNN Chile, el 20 de noviembre de 2019, el empresario Orlando Sáenz 
sostuvo que si las cosas seguían tan mal como iban hasta ese momento, nuestro país podía 
encaminarse hacia la guerra civil. Sus palabras produjeron explicable conmoción en un ambiente 
ya muy saturado de incertidumbre. Era una voz a la que había que prestar atención. Había sido 
presidente de la Sofofa en los años del gobierno del Presidente Salvador Allende, y uno de los 
principales líderes del bloque de gremios empresariales que se opuso a la Unidad Popular. En los 
días decisivos, fue un resuelto partidario del golpe de Estado. A poco andar, se convirtió en 
crítico del régimen de Pinochet. Colaboró luego con el movimiento por la recuperación de la 
democracia. Al aludir a la guerra civil, sabía de lo que estaba hablando. 

Como él, mucha gente mayor vio reaparecer los fantasmas de 1973 en los días de la ola de 
violencia y destrucción. Aunque eran distintas las circunstancias, podía entenderse que asomaran 
los recuerdos del clima de conflicto y crispación de los meses previos al golpe de Estado, cuando 
se conversaba en todas partes sobre la posibilidad de que el orden legal se viniera abajo y hasta 
se especulaba sobre la fecha en que podía ocurrir. 


Aquel desastre 

¿Pudo estallar una guerra civil en Chile en 1973? Aunque suene extraño, el Partido 
Comunista de entonces, que integraba el gobierno del Presidente Allende, lo creyó así, y 
consideró que había que impedirlo a toda costa. Luego del levantamiento del regimiento 
Blindados N°2, en junio del 73, que fue sofocado por el Ejército bajo la conducción del general 
Carlos Prats, el PC lanzó una campaña con el lema “No a la guerra civil”. Era un intento 
inocultablemente defensivo para detener el golpe militar, lo que revelaba que los dirigentes 
comunistas no se hacían ilusiones respecto de cuál sería el desenlace si se desataba la violencia a 
gran escala. Luis Corvalán, el líder comunista, llegó a pedirle públicamente al cardenal Raúl 
Silva Henríquez que la Iglesia Católica ayudara al apaciguamiento. 

¿Cómo llegó Chile a esa encrucijada? Como sucede casi siempre, paso a paso. El factor 
principal fue la polarización provocada por el experimento de la Unidad Popular, cuyo programa 
decía: “El objetivo central del gobierno del pueblo es ponerle fin al poder de los imperialistas, 
de los monopolios y de la oligarquía terrateniente, y comenzar la construcción del socialismo en 
Chile”. En un país que había logrado significativos avances sociales durante el gobierno del 
Presidente Eduardo Frei Montalva (1964-70), la izquierda propició una revolución que se 
inspiraba en las pautas del llamado mundo socialista encabezado por la URSS. Era difícil de 
ocultar el núcleo autoritario de esa perspectiva y, aunque es cierto que Allende no estuvo 
dispuesto a encabezar un régimen despótico, avaló un programa cuya aplicación fue vista por 
mucha gente como el prólogo de una dictadura. 

¿Tuvo la izquierda planes o capacidad para imponerse por la fuerza? No, aunque su 
fraseología lo sugería. Es, por lo tanto, un sarcasmo trágico que un sector de ella, básicamente el 


PS y el Movimiento de Izquierda Revolucionaria (MIR), haya dado a entender que podía hacer lo 
que no era Capaz de hacer. Las FFAA lo dejaron en evidencia en los días siguientes al 11 de 
septiembre al controlar el territorio casi sin resistencia. En Chile no hubo guerra interna, sino 
represión despiadada. Y nada podrá justificar jamás los crímenes de la dictadura. 

Entre 1970 y 1990 hubo dos catástrofes por las que los chilenos pagamos un inmenso costo. 
Ello exige, por lo tanto, no aceptar los relatos autoindulgentes. Respecto del período 70-73, las 
fuerzas de izquierda necesitan admitir que el proyecto de la Unidad Popular desarticuló la 
economía y provocó una confrontación en la que unos chilenos vieron como enemigos a otros 
chilenos, lo cual pavimentó el camino a la dictadura. Y respecto del período 73-90, las fuerzas de 
derecha no pueden esquivar su responsabilidad por los abominables actos de esa dictadura en el 
terreno de los derechos humanos, pues cogobernaron con Pinochet desde el primero hasta el 
último día. 


Ayer y hoy 

Le hizo mal a los partidos de izquierda haber esquivado la autocrítica sobre la génesis de la 
tragedia de 1973, y no haber sacado las conclusiones correspondientes de la caída del Muro de 
Berlín para la visión de una sociedad supuestamente superior que defendieron a brazo partido. La 
utopía era una trampa y tuvo un gigantesco costo humano. No reconocerlo lleva a tener 
posiciones ambiguas o amistosas hacia las dictaduras de Cuba y Venezuela, naciones en las que 
no hay ni prosperidad ni libertad ni igualdad. Quienes son solidarios con las oligarquías que allí 
gobiernan no pueden esperar que se les crea que adhieren de verdad a los fundamentos de la 
democracia. 

La crisis actual ha demostrado que hay enseñanzas que en realidad nunca se asimilaron por 
parte de la izquierda, lo que ha impedido que los diputados jóvenes tengan conciencia de las 
confusiones que deben evitar; por ejemplo, adoptar una adhesión instrumental o táctica, y no de 
principios, hacia los fundamentos de la democracia. Es esencial que esos diputados, que pueden 
estar animados por las mejores intenciones, entiendan que no basta con la pasión por la justicia y 
que la historia no empieza con ellos. Por haber nacido al final de la dictadura o al comienzo de la 
reconstrucción democrática, toman, naturalmente, las libertades como suelo firme. Carecen de 
antecedentes respecto de cómo se descompuso nuestra convivencia hace casi medio siglo. 
Ignoran que, si Chile se deslizó hacia el golpe de Estado, fue porque antes se envileció la 
política, se exacerbaron las furias sectarias y se fracturó la sociedad. 


La ruta abierta 

El primer gobierno democrático reconstruyó el tejido social de las libertades, abrió paso a la 
verdad y la justicia en materia de derechos humanos, alentó la reconciliación nacional, fomentó 
el diálogo entre los antiguos adversarios y, ciertamente, se comprometió con el crecimiento 
económico y la inclusión social. Fue la matriz de la Concertación, que aportó 20 años de enorme 
progreso a nuestro país. 

Para que eso fuera posible, las fuerzas concertacionistas actuaron de un modo que demostró 
que habían aprendido ciertas lecciones del pasado. En particular, la DC y las corrientes 
socialistas se distanciaron de los criterios sobre el cambio social que habían defendido en la 
campaña presidencial de 1970. En aquella época, el debate estaba marcado por la competencia 
entre las tesis y programas de superación del capitalismo: desde el proyecto del socialismo según 
las pautas de la izquierda marxista, representado por Salvador Allende, hasta la llamada vía no 
capitalista de desarrollo, o socialismo comunitario, representado por Radomiro Tomic. 


Lo que hizo la Concertación fue asimilar los fundamentos de la economía de mercado como 
vía real de progreso, lo que entre otras cosas, implicó no ceder a la tentación de reestatizar las 
empresas públicas que había privatizado la dictadura con malas artes. Se trataba de estimular la 
inversión privada, no de desalentarla, y generar así una corriente de confianza dentro y fuera de 
Chile. Esa definición fue uno de los mayores aciertos estratégicos del gobierno del Presidente 
Aylwin. Así, creció la economía y se pudieron atender algunas de las necesidades sociales más 
urgentes. La transición podría haber enfrentado dificultades insalvables si el primer gobierno 
democrático no hubiera tenido éxito en el ámbito económico-social. El compromiso de aquella 
centroizquierda con la economía de mercado permitió establecer un consenso sobre el camino 
que Chile debía recorrer para avanzar al desarrollo. El diálogo con los sectores más flexibles de 
la derecha posibilitó avanzar en las regulaciones antimonopolios, a favor de la libre competencia 
y la protección de los derechos laborales. Fue crucial la asociación público-privada en áreas tan 
fundamentales como la modernización de la infraestructura. Si recordamos esto es porque Chile 
avanzó de una manera específica, que es lo que algunos olvidaron en los años recientes. 

De acuerdo al último informe del Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), 
dado a conocer en diciembre pasado, Chile lidera el Índice de Desarrollo Humano (IDH) en 
América Latina. Dicho índice, encabezado por Noruega, mide la situación en materia de 
ingresos, salud y educación. Según el informe, Chile tiene un IDH de 0,847 y se ubica en el lugar 
42 entre 189 países evaluados (Argentina está en el lugar 48 y Uruguay en el 57). En 1990, 
nuestro país registraba un índice de 0,703 y ha subido sostenidamente. Un dato ilustrativo es que 
en Chile la expectativa de vida al nacer es de 80 años; el promedio de América Latina es de 75,4 
años. La paradoja es que nuestro país exhibe un desarrollo humano alto, pero hay al mismo 
tiempo existe una fuerte insatisfacción, lo que se vincula al hecho de que mucha gente que 
superó la pobreza y accedió a nuevos niveles de consumo, percibe ahora más intensamente la 
desigualdad respecto de los grupos altos. Como sea, vale la pena detenerse en lo que indica el 
informe para constatar lo mucho que avanzó Chile en las últimas décadas, y para tener cierta 
conciencia del modo en que lo hizo. 


El opio 

El 10 de noviembre, el rector de la Universidad Diego Portales (UDP) Carlos Peña dedicó 
una columna a la desigualdad y usó el título de una obra señera de Raymond Aron, “El opio de 
los intelectuales” (1955). Allí sostuvo: “No es verdad que Chile sea de los países más desiguales 
del mundo. La verdad es que la desigualdad ha disminuido, y lo que hay que explicar (pero a 
algunos académicos esto no les importa) es por qué la vivencia o la experiencia de la 
desigualdad se ha incrementado. Es probable que ello sea consecuencia de la misma mejora en 
las condiciones de vida (“El yugo, dijo Tocqueville, parece más insoportable cuando es menos 
pesado”) y de la falta de un sistema de bienestar que distribuya el riesgo de la vejez y la 
enfermedad. Hay que hacerse cargo de esto con urgencia, pero primero hay que mirar los 
hechos que lo desatan. Esa mejoría en el bienestar de los chilenos ha sido el resultado de las 
últimas décadas y, en especial, de los 24 años de gobiernos de centroizquierda. Ese es un hecho. 
Aylwin, Frei, Lagos y Bachelet, y sus abundantes ministros, embajadores, asesores, 
contribuyeron a ello. Pero los mismos intelectuales que fungieron de funcionarios de esos 
gobiernos -y que no dijeron palabra mientras ayudaban a lo que hoy llaman neoliberalismo se 
construyera- ahora descubren que todo eso -nada menos que dos décadas y media de gobiernos, 
fue un gigantesco error, un error moral que pareciera justificar las demasías de estos días”. 

Fue grande el escozor que estos juicios provocaron en los académicos e intelectuales 


cautivados por el rumor de la calle, algunos de ellos interesados además en ejercer su magisterio 
sobre los jóvenes, pero a partir de la dudosa técnica de halagarlos como supuestos portadores de 
la luz. Perturbadora ha sido, por supuesto, la disposición de algunos de esos académicos a 
fomentar la irracionalidad para probar que tienen razón. 

La Policía de Investigaciones (PDI) entregó un balance del impacto delictual de la crisis 
entre el 18 de octubre y el 10 de diciembre. El delito de incendio aumentó en 700%, el de 
desórdenes en 837% y el de robo en 266% respecto de igual período del año anterior. Se detuvo 
incluso a una banda que quería destruir el edificio Costanera Center. El director del organismo, 
Héctor Espinosa, resumió así la situación enfrentada: “La policía en cualquier país del mundo 
está preparada para que un porcentaje de la sociedad cometa delitos, no para que salgan en 
forma masiva a cometer estos delitos”. Pues bien, hubo académicos que le pusieron música de 
epopeya a todo eso. 

¿Aprender de la historia? Nunca se sabe. En una conferencia dictada el 26 de mayo de 1981 
en la Universidad de Tubinga (Alemania), titulada “Tolerancia y responsabilidad intelectual”, el 
filósofo austríaco Karl Popper, conmovido por la horrorosa experiencia de los refugiados de 
Vietnam, las víctimas de Pol Pot en Camboya, las víctimas de la revolución en Irán, los 
refugiados de Afganistán, dijo lo siguiente: “¿Qué podemos hacer para impedir estos 
indescriptibles sucesos? ¿Podemos nosotros, en general, hacer algo? ¿Y podemos nosotros, a fin 
de cuentas, impedir algo? Mi respuesta a estas preguntas es: Sí, creo que nosotros podemos 
hacer mucho. Cuando digo “nosotros” pienso en los intelectuales; por tanto, en personas que se 
interesan por las ideas; por tanto, especialmente, en aquellos que leen y que quizá también 
escriben. 

¿Por qué pienso que nosotros los intelectuales podemos ayudar? Sencillamente por esto: 
porque nosotros, los intelectuales, desde hace milenios hemos ocasionado los más horribles 
daños. La matanza en nombre de una idea, de un precepto, de una teoría: esa es nuestra obra, 
nuestro descubrimiento, el descubrimiento de los intelectuales. Si dejáramos de incitar a las 
personas unas contra otras -a menudo con las mejores intenciones-, solo con eso, se ganaría 
mucho. Nadie puede decir que ello sea imposible. El más importante de los Diez Mandamientos 
dice: ¡No Matarás! Encierra casi toda la ética”. (ĽZ) 

Si después de lo que hemos vivido en los últimos meses, pudiéramos conseguir que la 
mayoría de los intelectuales de nuestro país convergieran en torno al esfuerzo por combatir los 
viejos y nuevos fanatismos, ya habríamos conseguido mucho. 


Obras son amores 

A los jóvenes les cuesta hacerse una idea de las dificultades que Chile enfrentaba en 1990 y 
todo lo que hubo que hacer para llegar al punto en que nos encontramos. Es comprensible. 
Nacieron en condiciones de libertad y crecieron en un país pujante, que no por casualidad se 
puso a la cabeza de América Latina. Han surgido nuevas necesidades por cierto, muchas de ellas 
relacionadas con la irrupción de una extensa clase media, pero el asunto es no perder de vista que 
el camino probadamente exitoso fue potenciar la iniciativa privada, el dinamismo del mercado y, 
al mismo tiempo, asegurar que el Estado sea un agente eficaz de la inclusión social. La 
experiencia de las naciones que están en la primera línea del desarrollo humano, que son las que 
Chile ha tratado de emular, demuestra que la vía del progreso es la articulación de las políticas 
pro-mercado y pro-solidaridad. 

Los avances económicos, sociales e institucionales de Chile en los últimos 30 años fueron 
posibles porque una parte significativa de la izquierda tomó distancia del dogma de la lucha de 


clases y de los cambios espasmódicos, y asimiló los presupuestos de la economía de mercado y 
las reformas graduales. Sin embargo, en el segundo gobierno de la Presidenta Bachelet, y como 
consecuencia de la alianza contranatura que fue la Nueva Mayoría, resurgió la creencia de que la 
justicia social solo puede conseguirse mediante la aplicación de esquemas de centralización 
estatista. Lo curioso es que algunos de los que consideran que el país ha llegado a ser muy rico y 
debe financiar muchas cosas más, proponen al mismo tiempo... ¡cambiar el modelo! 

En el artículo “¿Hay algo que preservar?”, Mariana Aylwin alzó su voz en medio de las 
furias de la calle y el ruido de las retroexcavadoras: “Me parece que en la mayoría de los 
compatriotas que no están gritando en las calles hay un anhelo por reencontrarnos con un 
ánimo de volver a respetarnos, cambiar el lenguaje y tratarnos bien, buscar acuerdos que 
permitan unidad para resolver los problemas y, en especial, recuperar un clima de optimismo 
para hacer posible una transición hacia un desarrollo más equilibrado. En vez de miedo, paz. 
En vez de descalificación, argumentos. En vez de abusos, responsabilidad por el otro. En vez de 
saqueos, honestidad. En vez de insultos, respeto. En vez de individualismo, conciencia por el 
bien común. En vez de anomia, el amor común a la tierra en que nacimos. En vez de 
desigualdad, búsqueda de la justicia”. (281) 

Una línea genuinamente progresista no debe vacilar sobre la necesidad de alentar la 
inversión privada y el emprendimiento, favorecer el clima de negocios, potenciar la 
competitividad internacional de las empresas chilenas, asuntos todos sobre los cuales abundan 
los complejos en el mundo de la centroizquierda, y no digamos en la izquierda arcaica, que los 
identifica con la ideología que hay que combatir. No puede haber dudas respecto de la forma de 
generar riqueza, porque si ello ocurre mucha gente cree que la provee la Divina Providencia, y 
solo queda decidir en qué gastarla. Por supuesto que el puro funcionamiento del mercado no lo 
resuelve todo, y sabemos que ello puede conducir a una forma de reduccionismo que deja fuera 
todo lo demás. El factor decisivo es la cultura de la libertad, el ejercicio de las libertades, el 
régimen democrático en constante perfeccionamiento. Se trata, además, de asegurar que la 
economía funcione de un modo que sirva al interés colectivo, lo que implica que las empresas 
cumplan con las leyes, y que sean sancionadas duramente aquellas que cometen abusos. 

El apoyo resuelto a los fundamentos del libre mercado debe ir de la mano con la definición 
de políticas públicas que aseguren que los frutos del crecimiento lleguen a todos. El Estado 
democrático debe proteger a quienes necesitan protección, debe focalizar los recursos en las 
necesidades principales, que no suelen ser las de quienes más desfilan. 


Pensar en el país 

Hoy más que nunca se requiere que todas las fuerzas políticas, las antiguas y las nuevas, 
precisen ante el país lo que son y lo que quieren representar. Después de todo lo ocurrido, no hay 
espacio para simulaciones o equívocos. Todos los partidos tienen la obligación de hablarles claro 
a los chilenos. Es indispensable pensar en el interés colectivo, para lo cual todos los sectores 
deberían estar dispuestos a dialogar y pactar. Chile solo podrá superar las actuales dificultades si 
prevalece la voluntad de construir sobre la base de amplios acuerdos. No nos sirvió ayer ni nos 
sirve hoy la construcción de castillos en el aire. 

La democracia liberal supone un acuerdo sobre los procedimientos que garantizan la 
diversidad y la alternancia en el poder. En consecuencia, ningún sector puede imponer cambios 
irreversibles al conjunto de la sociedad, que es la compulsión de los partidarios de las diversas 
variantes de ingeniería social que suelen entusiasmar a los jóvenes, pero también a los viejos que 
quieren volver a ser jóvenes. Esa perspectiva es incompatible con la indeterminación de la 


política, que se funda en la primacía de la libertad. Chile debe atender ahora mismo los 
problemas de los compatriotas más golpeados por la crisis. El año 2019 terminó con más de 
110.000 personas que perdieron sus puestos de trabajo. 

El país no debe extraviar la ruta por la que avanzó hacia el primer lugar de la región, que es 
lo que ocurriría si se desliza hacia alguna variante populista que ofrezca nuevos espejismos a la 
población. Lo que hace falta es potenciar la capacidad laboriosa e innovadora que hay en la 
sociedad. Más allá de los alineamientos partidistas, que seguirán presentes, la coalición más 
beneficiosa para Chile debería ser “la coalición de los sensatos”, o sea el entendimiento 
transversal de todos los que están convencidos de las virtudes del diálogo democrático y de la 
exigencia de actuar con sentido nacional con vistas a asegurar que el país retome, y perfeccione, 
la vía del progreso. 

La búsqueda de acuerdos no hace desaparecer las diferencias ni anula la competencia 
política. Los desacuerdos son parte de la vida en democracia, pero también lo son los 
compromisos. Si hoy existe una oportunidad de favorecer la convergencia con vistas a dar 
mejores respuestas a los problemas del país, ella debe ser aprovechada sin mezquindades. La 
mayoría de los ciudadanos lo valorará. 

Ha adquirido mayor urgencia el objetivo de modernizar el Estado. Ello implica revisar el 
rendimiento de todos los servicios públicos y de todas empresas del Estado. Se necesita 
rendición de cuentas, combatir el dispendio, frenar la malversación y castigar el robo. Lo realista 
es no seguir inventando nuevas funciones ni nuevas estructuras del Estado. Ya sería un avance 
que funcionaran mejor las entidades que existen. El modelo de excelencia del Banco Central 
debe irradiar su influencia hacia el conjunto del aparato público. 

Chile necesita vitalmente generar un clima de diálogo que ayude a definir políticas que 
trasciendan los gobiernos e iluminen la acción del Estado por un tiempo largo. Y todo será más 
difícil ahora. Sin crecimiento económico y sin cuentas fiscales sólidas, no habrá posibilidades de 
sostener una agenda social ambiciosa. Esto no está claro en el mundo político, en donde priman 
el afán de empatizar con cualquier demanda y mostrar generosidad. El país enfrentará ahora un 
alto desempleo y una fuerte contracción de ciertas áreas en las que se frenó la inversión, por 
ejemplo, la construcción, todo lo cual exigirá un esfuerzo por levantar los sectores deprimidos y 
crear puestos de trabajo. Para que sostener al mismo tiempo el alza de las pensiones, el 
mejoramiento de la salud pública y el reforzamiento de la seguridad ciudadana, será vital que 
vuelva la confianza en la economía. 

¿Nueva Constitución? Habrá que ver cómo se desenvuelve el proceso acordado. Pero 
tengamos claro que las constituciones no resuelven los problemas sociales ni económicos, ni son 
una puerta hacia la felicidad. La condición, no lo olvidemos, es que sus normas permitan vivir 
juntos. El debate constitucional reviste gran complejidad, y es mejor no cerrar los ojos frente a 
ello. Nadie puede dar seguridades respecto de cuál será el resultado al cabo de dos años, 
momento en el cual entraría en vigencia un eventual nuevo texto. Ese espacio de incertidumbre 
no es precisamente positivo después de todo lo que ha pasado. Es preferible dejar de hablar de 
una “hoja en blanco”, porque eso sí que provoca vértigo en un momento en que la mayoría de los 
chilenos quiere seguridad sobre las normas de convivencia, bases firmes para vivir en paz. Hay 
que reafirmar ciertos criterios básicos ahora mismo para reducir la inquietud, o sea, revalidar los 
amplios consensos que permitieron materializar múltiples reformas constitucionales desde 1990 
hasta hoy. Chile necesita urgentemente dar garantías a los inversionistas, para lo cual hay que 
despejar cualquier duda sobre la protección del derecho de propiedad. 

El país no puede lanzar por la borda lo avanzado. Esto exige explicar a todos los chilenos 


que las posibles mejoras en salud, pensiones o educación, no tienen relación directa con el debate 
constitucional. Mucho menos, la creencia de que la Constitución puede “remodelar la sociedad” 
por la vía de incorporar a su texto todos los derechos. Si eso no se aclara, el debate y el texto 
resultante pueden ser una fuente de enormes frustraciones. Huelga decir, además, que, si la ley 
fundamental de la república se elabora bajo presión, las cosas pueden resultar muy mal. 

Hay que romper la lógica de la polarización. Se trata de unir fuerzas por encima de los 
alineamientos de gobierno y oposición, para que la vida vuelva a ser vivible. No hay fórmulas 
mágicas: esas solo están en la cabeza de los que imaginan algún tipo de dictadura. Habrá que 
poner buena voluntad para que el país recupere la paz y vuelva a progresar. 


El pacto de civilización 


Solo nos sirve enfrentar la realidad sin subterfugios. Chile quedó herido social, moral y 
económicamente como consecuencia de una agresión inédita. Frente a ello, la mayoría de la 
población se hace preguntas que no pueden soslayarse. ¿Estamos a tiempo de evitar males 
mayores, como sería una eventual ruptura institucional? ¿Están todos los partidos con 
representación parlamentaria comprometidos con los procedimientos democráticos, lo que 
incluye el respeto a la duración del mandato presidencial? ¿Aceptaremos que algunos sectores 
traten de imponer sus criterios por la fuerza al resto del país? ¿Se quedará la violencia entre 
nosotros, como ha ocurrido en otras naciones? Las respuestas debemos darlas entre todos. 

Lo primero que debe estar claro es que Chile no puede ceder ante los violentos. El Estado 
tiene que asegurar el pleno control del territorio nacional como condición absoluta para la 
recuperación de las condiciones que permitan vivir en paz, proteger a las personas, trabajar, 
estudiar, emprender. Nos costó mucho reconstruir la democracia y crear mejores condiciones de 
vida para la mayoría en los últimos 30 años y, precisamente por eso, el gobierno tiene que 
defender a brazo partido la estabilidad y la gobernabilidad. Tanto los partidos de gobierno como 
los de oposición tienen la obligación de cuidar este país. No pueden, ni por acción ni por 
omisión, permitir que los frenéticos debiliten el orden legal que nos protege a todos. 

La democracia no será viable si aceptamos vivir bajo amenaza, si la violencia se convierte 
en una forma de chantaje político y si el Estado se vuelve impotente. Sería lamentable que, 
después de todo lo ocurrido, no estuviera claro que la democracia excluye la violencia y que 
cualquier ambigiedad al respecto es inaceptable. El Estado democrático tiene el deber de 
defenderse. Será mejor si tal defensa no obliga al gobierno legítimo a recurrir a los instrumentos 
constitucionales sobre el uso de la fuerza, como son los estados de excepción, pero si las 
circunstancias lo exigen, las autoridades tienen que cumplir con su deber. Si el Estado 
democrático es desafiado en el terreno de la fuerza, su deber es proteger a la población. El 
monopolio estatal de las armas es una piedra angular del régimen de libertades. 

No puede haber malentendidos acerca del compromiso con el orden legal. Ninguna fuerza 
política, ni central sindical, ni agrupación de empresarios, ni organización estudiantil, ni iglesia u 
otro tipo de entidad, puede "escoger" la parte del orden legal que acepta cumplir, y decidir cuál 
es la parte que dejará de cumplir. Ese es, por supuesto, el camino de la disolución. 

Frente a los problemas que nos afectan como sociedad, ningún sector puede cruzarse de 
brazos, o instalarse en la confortable posición de pedirles cuentas a los demás por lo que hacen o 
dejan de hacer. Todos debemos contribuir en la medida de nuestras fuerzas a crear condiciones 
para que el país pueda superar las consecuencias de la crisis y retomar un camino de 
colaboración y entendimiento. 

Necesitamos tener una sociedad más humana, que procure asegurar la dignidad de todos. 
Ello no se relaciona con ningún proyecto de ingeniería social, sino con el empeño colectivo en 
favor de los valores de la libertad, la igualdad y la fraternidad, de modo que ellos se materialicen 
en nuestra convivencia, en el sentido común que construimos cada día y, ciertamente, en las 
instituciones y las políticas públicas que nos demos. 

El plan acordado por la mayoría de las fuerzas políticas para que los ciudadanos resuelvan 
si quieren una nueva Constitución o prefieren conservar la que está vigente no debe tapar el 


bosque; vale decir, la necesidad de restablecer las pautas de convivencia que fueron vulneradas, 
y sin las cuales ningún acuerdo constitucional tendrá proyección. Son inmensos los retos en el 
plano del orden público y la aplicación de la ley en todo el territorio. El gobierno tiene que 
garantizar la seguridad de la población con todos los instrumentos legales de que dispone. 

Ningún acuerdo es más importante que el compromiso de lealtad con la democracia, el cual 
no puede ser relativizado por razones de conveniencia partidista. Las ambigijedades al respecto 
son inaceptables. Para que la democracia se sostenga, la política tiene que ser un instrumento de 
civismo, por lo que las diferencias no deben ser un obstáculo para el diálogo y la cooperación. 
Junto a ello, necesitamos que la democracia aliente el dinamismo de la sociedad, en primer lugar 
el esfuerzo conjunto del Estado y el sector privado para generar riqueza y asegurar que los frutos 
lleguen a todos. 

En este período, se ha hablado de abrirle paso a un nuevo pacto social, con lo cual se alude 
a la posibilidad de reducir la desigualdad y mejorar la distribución de los ingresos. Se trata de un 
objetivo ampliamente compartido. Hay que combatir la desigualdad en el plano de los ingresos y 
las pensiones, y desde luego aquellas impuestas por la segregación urbana, el distinto acceso a la 
atención de salud, las oportunidades determinadas por la cuna, en fin, todas las que dificultan la 
posibilidad de tener una sociedad más justa y cohesionada. Para avanzar en esa dirección se 
requieren, por supuesto, una economía pujante y un Estado dinámico, que vele por el bien 
común. 

El frenesí del cambio no es aconsejable cuando todavía no tenemos un cuadro completo de 
las pérdidas. Esto supone no ceder fácilmente ante los requerimientos de quienes, con sentido de 
la oportunidad, perciben que este es el momento de conseguir ventajas o beneficios para su 
sector. Nuestro país no puede hacer tabla rasa del camino que ha recorrido, de los logros que 
debe proteger. Si queremos que las leyes sean duraderas, no pueden hacerse a la carrera. Es 
comprensible el deseo de que ellas sirvan para aquietar las aguas, pero hay que pensar en los 
efectos no deseados. Además, como muchas iniciativas nuevas están ligadas al incremento del 
gasto público, no queda sino establecer prioridades y evitar la dilapidación de recursos. El país 
deberá atender ahora mayores necesidades que antes de la crisis. 

Para tener una mejor sociedad, lo primero, parece obvio, es tener una sociedad, vale decir, 
una comunidad que adhiere a ciertos principios de convivencia que deben cumplirse 
obligatoriamente si no queremos que todo se vuelva relativo. El pacto social tiene que ser, ante 
todo, un pacto de vida civilizada, y eso solo es posible si respetamos las leyes que nos hemos 
dado para convivir en la diversidad. Es el Estado de Derecho. Ninguna mayoría de hoy o de 
mañana tiene derecho a imponer su voluntad sin contrapeso. Para que el país progrese sobre 
bases firmes son primordiales la estabilidad y la gobernabilidad. Eso implica que los partidos, 
gremios y demás organizaciones se esfuercen por trascender los particularismos y por actuar con 
sentido nacional. 

¿Qué decirles a los jóvenes que han salido a la calle animados de sentimientos de justicia y 
que quisieran conseguir una mejor sociedad por la vía rápida? Ante todo, que debemos evitar a 
toda costa que surja una nueva dictadura en Chile, cualquier tipo de dictadura. Eso implica 
explicarles que solo las instituciones democráticas pueden protegerlos a ellos y sus familias de la 
arbitrariedad y el avasallamiento. Los sueños de una vida más justa solo pueden fructificar si 
ellos ayudan a sostener el imperio del derecho y rechazan la violencia. 

Necesitamos tener una sociedad adulta, esto es, que tome distancia de cualquier forma de 
ilusionismo. Le ha hecho mal a la política el espíritu adolescente. Las buenas intenciones no 
bastan para avanzar hacia una mejor sociedad. Se trata de asegurar que la prosperidad y la 


solidaridad vayan de la mano. Las reformas mal concebidas, las leyes que no tienen en cuenta las 
necesidades reales, no favorecen una perspectiva de real avance, sino que la retardan. 

Chile no necesita ser refundado. Numerosas dificultades surgen del intento voluntarista de 
desconocer lo construido por varias generaciones, ladrillo a ladrillo. Las supersticiones no sirven, 
como creer que el mercado es de derecha y el Estado es de izquierda. Tanto el mercado como el 
Estado necesitan el control de la sociedad para que no se vuelvan en contra del bien común. Ya 
hemos visto los estragos que puede provocar un mercado sin regulaciones adecuadas o sin 
sanciones efectivas contra los abusos. Y también hemos visto lo que sucede cuando las 
instituciones del Estado son capturadas por partidos, gremios o grupos corporativos que las 
ponen a su servicio. Precisamente por eso, necesitamos una sociedad civil vigilante. 

Tenemos que perfeccionar nuestras instituciones con los instrumentos propios de la 
democracia. Ninguna corriente política representa la verdad total. Las fórmulas sectarias no son 
soluciones, sino trampas. Necesitamos instituciones vigorosas, que marchen con los tiempos, que 
sirvan al interés de la comunidad y sean capaces de resistir cualquier forma de desvarío político o 
ideológico. Es indispensable fortalecer la cultura del diálogo como eje de nuestra convivencia. 
Sólo la democracia nos protege a todos, por lo que necesitamos perfeccionar permanentemente 
su funcionamiento. Si queremos mejorar la sociedad, tenemos que actuar según el principio de 
realidad: no lo sabemos todo ni lo podemos todo, y no nos sirven ni la desesperación absoluta ni 
la esperanza absoluta. 

Debemos cuidar el pacto de las libertades y cumplir sus exigencias. Para ello, la política 
debe sanearse de las tendencias y prácticas que la han erosionado, entre ellas, el espíritu tribal y 
la compulsión demagógica. Necesitamos que la política sea laica, terrenal, dialogante; o sea, 
hecha a escala humana, en tiempos humanos, sin mesianismos estériles, porque solo así puede 
servir para mejorar la vida. 

¿Hay espacio para el optimismo después de tantas congojas? Depende en buena medida de 
la voluntad que pongamos. Tenemos que conseguir que nuestro país supere las dificultades 
actuales, lo cual demanda generosidad, espíritu de cooperación y verdadero patriotismo. Chile 
puede salir adelante, pero todos tenemos que contribuir a ello. 
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